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La financiación de campañas electorales se ha constituido en un objeto de estudio recurrente en los 
regímenes democráticos, cuya finalidad en principio, ha sido prevenir prácticas corruptas que pueden 
generar desigualdades económicas significativas entre las campañas electorales, evitando que los factores 
determinantes de la elección, obedezcan a prácticas clientelisticas y fortaleciendo la concepción del voto 
programático en la elección.  
 
Éste articulo abordará la lógica de los financiadores privados de campañas electorales que en el futuro, 
logran llegar a ser contratistas del candidato electo desde tres puntos de vista. Primero, se realizará una 
revisión de la normatividad regulatoria de la financiación de campañas electorales con énfasis en la 
financiación privada. Segundo, se demostraran algunos riesgos y vacíos que se presentan en la 
financiación privada de campañas electorales y su posible incidencia en la contratación estatal. Tercero, 
se propondrá una modernización del modelo actual de financiación privada de campañas electorales por 
parte de futuros contratistas a candidatos de elección popular.  
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The financing of electoral campaigns has become an object of recurrent study in democratic 
regimes, whose purpose in principle has been to prevent corrupt practices that can generate significant 
economic inequalities between electoral campaigns, preventing the factors determining the election, obey 
to clientelist practices and strengthening the conception of the programmatic vote in the election.  
 
This article will address the logic of private election campaign funders who, in the future, become 
contractors of the elected candidate from three points of view. First, a review of the regulatory regulations 
for the financing of electoral campaigns will be carried out whit emphasis on private financing. Second, 
some risks and gaps that arise in the private financing of electoral campaigns and their possible impact on 
state contracting will be demonstrated. Third, a modernization of the current model of private financing 
of electoral campaigns by future contractors to candidates of popular election will be proposed. 
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Actualmente, la financiación privada de campañas electorales y su incidencia en la contratación 
estatal, en ocasiones es promovida por los contratistas, razón por la cual se convierte en tema de suma 
importancia y que permanece en la agenda del ámbito nacional y territorial. 
EL propósito principal de este artículo, es revisar de manera somera los riesgos y vacíos que 
actualmente sufre el modelo que permite la financiación privada de las campañas electorales, así mismo 
se planteará una propuesta de modernización a este modelo apoyado por los particulares del sector privado, 
que una vez el candidato apoyado financieramente resulte electo, aquel, actuando como financiador, se 
convierta en contratista de esa entidad.   
Este documento, ofrece insumos para un debate. Ese es el objetivo, no busca fijar posiciones ni 
defender una ni otra forma de financiación. Sino servir como material de estudio para plantear reflexiones 
que permitan una discusión pública sobre una propuesta de reforma al actual modelo. 
La investigación de ésta problemática se realizó, motivada por el interés de conocer el modelo actual  
de financiación de las campañas electorales,  la posibilidad de la financiación por parte de privados y la 
probabilidad de retorno de las inversiones de esos financiadores a través de la adjudicación y celebración 
de contratos o  la asignación de cargos burocráticos como contraprestación de la ayuda económica recibida 
por el candidato en el periodo de campaña. 
Para abordar ésta problemática, se consultaron y analizaron diferentes documentos y bibliografía 
nacional e internacional sobre el tema; artículos de revistas jurídicas, portales de internet, gacetas del 
Congreso, fallos de las altas cortes, tesis académicas, manuales de contratación y de teoría política, 
artículos de la Misión de Observación Electoral, y Transparencia por Colombia, éstos últimos reconocidos 
como organismos no gubernamentales e independientes que en la actualidad se dedican al profundo 
estudio de este tema; así mismo, se revisaron las fuentes formales legales y electrónicas que se encuentran 
en la Web. 
En éste sentido, ésta investigación presenta algunos aportes que deben ser tenidos en cuenta, a la hora 
de pensar en una reforma sobre el modelo de financiación privada de campañas electorales, y la 
participación de contratistas y funcionarios que manejan el tema de la contratación estatal. Así mismo, 
forja la posibilidad de generar ideas que deben estar sometidas al debate público, con el fin de mostrar una 
propuesta que permita la viabilidad sin inhabilidades pero con mayores controles, en la participación de 
los financiadores privados de campañas electorales en la actividad contractual, permitiendo que cualquier 
proponente se mantenga en igualdad de oportunidades y de acceso de quienes financiaron la candidatura 
de quien ahora es denominado “electo”. 
A la luz de éstas reflexiones, se analizarán los actuales instrumentos de control político existentes 
sobre la actividad contractual del Estado cuando se presenta financiación de candidatos con recursos 
privados, junto con la conveniencia o no de la aplicación de uno u otro modelo, ya sea netamente privado, 
netamente público o mixto, evitando los extremos y augurando por el justo medio1. 
                                                             
1 ARISTOTELES. Moral a Nicómaco. Libro Segundo, Capitulo VIII. “Oposición de los vicios extremos entre sí y con la virtud 





Finalmente el presente artículo, presenta la posibilidad de una modernización del modelo actual de 
financiación de campañas electorales, que a criterio del autor, deberá orientarse hacia una financiación 
particular con topes más amplios, sin inhabilidades para contratar, con fortalecimiento de las entidades 
que vigilan e intervienen en la actividad contractual y electoral, inclusive, proponiendo herramientas 
tecnológicas que permitan la articulación entre entidades para el cruce de información y datos, tanto de 
los candidatos como de sus aportantes, antes y después de la contienda electoral.  
Así, el documento que se pone a consideración, está dividido en V capítulos, del cual el capítulo I, se 
ha reservado para la parte introductoria. 
El capítulo II  hace una revisión de la normatividad regulatoria del modelo de financiación de 
campañas electorales, con énfasis en la financiación privada desde la expedición de la primera Ley en el 
año de 1958 denominada Estatuto de los Partidos Políticos, que fue modificada con la actual Constitución 
de 1991 junto con sus Actos Legislativos 01 de 2003, 02 de 2004 y 01 de 2009, dentro de los cuales se 
hicieron notables cambios en la regulación de la financiación de las campañas electorales hasta hoy, con 
el análisis de las actuales Leyes Estatutarias 130 de 1994, 996 de 2005 y Ley 1475 de 2011 y finalmente 
se hará el análisis de las Leyes 1474 de 2011, 1712 de 2014, 1778 de 2016 y 1864 de 2017 
correspondientes al Estatuto Anticorrupción, Ley de Transparencia,  Corrupción Transnacional y 
modificación al actual Código Penal que sanciona la financiación con fuentes prohibidas. 
En el capítulo III se muestra lo que consideramos riesgos y vacíos que se presentan en la financiación  
privada de campañas y su impacto en frente a la contratación estatal. Éste capítulo se subdivide en tres 
ítems así: i) Donde se abordara la imposibilidad de la verificación antes de la celebración de un contrato, 
si el oferente fue o no financiador de campañas electorales, incluyendo la entidad donde pretende ofertar; 
ii) Se discurre acerca de los ingresos y recursos dispuestos por parte de contratistas financiadores de los 
candidatos y se dejará en evidencia que el CNE no posee la capacidad  ni estructura que permita verificar 
las fuentes de financiación de campañas, evidenciando la debilidad de ese organismo; finalmente en el 
ítem iii) Se presenta una aproximación a la incidencia de contratistas que actuaron como financiadores de 
campañas electorales y que una vez posesionado el candidato, aquellos toman decisiones dentro del 
Estado. 
El capítulo VI desarrollará la propuesta de modernización del modelo actual de financiación privada 
de campañas electorales por parte de futuros contratistas y la posibilidad de participar, en igualdad de 
condiciones, en los procesos de selección convocados por las entidades estatales. Este capítulo se 
subdividirá en cinco ítems así: El ítem i) Presenta la propuesta de creación de una herramienta tecnológica 
para el control y seguimiento del perfil y de los recursos tanto del contratista como del candidato a 
financiar, se hará un símil con algunos países de América y Europa; en el ítem ii) Se defiende un postulado 
producto de éste estudio: “Toda financiación privada de campañas electorales por parte de contratistas 
del Estado, no presume en su totalidad, prácticas corruptas para el logro de la elección del candidato”; 
en el ítem iii) se propone el establecimiento de controles efectivos en la actividad contractual del Estado; 
en el ítem iv) se considera el fortalecimiento a nivel territorial y desconcentración administrativa del CNE 
y finalmente el ítem v) desarrolla la propuesta de la ampliación de los topes de contribuciones en dinero 
o en especie realizados por contratistas, y la posibilidad de eliminar la inhabilidad establecida en la Ley 





Finalmente se presentan en el capítulo V, las conclusiones y las fuentes bibliográficas utilizadas para  
el logro de la presente investigación.  
Ciertamente, el objetivo principal de éste trabajo es replantear la financiación privada de campañas 
electorales por los contratistas a los candidatos que una vez electos, desempeñan funciones dentro de la 
actividad contractual del Estado, proponiendo que la misma sea posible, pero con un alto grado de 
vigilancia, control y mecanismos para participar en igualdad de condiciones en los procesos de selección 
convocados. 
Del análisis realizado y las críticas fundadas, se pretende evidenciar que es posible una financiación 
privada de campañas electorales por parte de contratistas hacia candidatos, siempre y cuando se cuente 
con controles efectivos, herramientas tecnológicas, órganos de control electoral fortalecidos o tribunales 
autónomos e independientes para ello, y con vigilancia e igualdad de participación y libre concurrencia 
en los procesos de contratación estatal, antes y después de la contienda electoral, pues finalmente creemos 
que “Es posible la modernización del modelo actual de financiación privada de campañas electorales por 
parte de futuros contratistas y su participación en igualdad de condiciones, en los procesos de selección 

































II. REVISIÓN DE LA NORMATIVIDAD QUE REGULA LA FINANCIACIÓN DE 
CAMPAÑAS ELECTORALES, CON ÉNFASIS LA FINANCIACIÓN PRIVADA 
 
 
La financiación de campañas electorales en Colombia, data del año 1985 con la Ley 58 denominada 
Estatuto de los Partidos Políticos, norma que  posteriormente fue modificada en 1991 con la actual Carta 
Política y donde fueron incluidos los Actos Legislativos 01 de 2003, Acto Legislativo 02 de 2004 y 01 de 
2009 dentro de las cuales, notoriamente se hicieron cambios en las regulaciones del financiamiento de las 
campañas electorales. 
 
Posteriormente, fueron expedidas las Leyes Estatutarias 130 de 1994, Ley 996 de 2005 y Ley 1475 de 
2011, así como diversas resoluciones del Consejo Nacional Electoral, junto con la jurisprudencia de  la 
Corte Constitucional pronunciándose sobre el tema. En todas, se ha buscado el equilibrio entre la 
financiación privada y el ejercicio de la democracia. En los últimos 28 años se han efectuado tres reformas 
constitucionales y cuatro leyes estatutarias, que han respondido a situaciones coyunturales que las 
justifican, pero que en muchas ocasiones no se acoplan con la normatividad anterior, dejando algunos 
asuntos a interpretación y regulación posterior de carácter administrativo.   
 
En palabras de DE LA CALLE LOMBANA, “Las reformas han buscado la manera de asegurar la 
participación equitativa y transparente de candidatos, la autonomía de los elegidos y la libertad de los 
votantes, y además, enfrentar los riesgos de corrupción e incidencia indebida en el proceso electoral a 
través de la financiación ilegal de las campañas2”. 
 
Es la Ley 1778 de 2016, en la cual se consagra una nueva inhabilidad en su artículo 33 el cual modifica 
el artículo 2º de la Ley 1474 de 2011 para contratar de las personas naturales o jurídicas  que hayan 
financiado campañas políticas a Presidencia de la República, Gobernaciones, Alcaldías o al Congreso de 
la República con aportes superiores al dos por ciento (2%) de las sumas máximas a invertir por los 
candidatos en las campañas electorales en cada circunscripción electoral, quienes no podrán celebrar 
contratos con las entidades públicas, incluso descentralizadas, del respectivo nivel administrativo para el 
cual fue elegido el candidato. En cuanto a las sanciones por violar los topes actuales de la financiación 
privada, han sido reguladas por la Ley 1864 de 2017 que sanciona penalmente la financiación de campañas 
con fuentes prohibidas, la omisión de información del aportante entre otros. Finalmente se estudiaran otras 
leyes que se ocupan de aspectos políticos, y que no tienen como propósito el financiamiento, tales como 
la Ley 1712 de 2014 de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
A continuación se realizara una revisión breve y general en la evolución de la normatividad de las 
distintas Leyes, Constitución Política, Actos Legislativos y demás documentos, que han tratado el 
financiamiento político electoral y que han sido recopiladas para su estudio y análisis, advirtiendo y 
enfocando en todo caso al objeto de la presente investigación: A la financiación privada de las campañas 
electorales y a la relación entre contratistas y candidato electo. 
 
                                                             
2 DE LA CALLE LOMBANA, Humberto. “La financiación ilícita de la política”. Derecho Electoral de Latinoamérica. En 
Memorias del II Congreso Iberoamericano de Derecho Electoral 2011. Bogotá D.C. Colombia. Consejo de Estado – República 





       La Ley 58 de 19853 corresponde a la primera regulación legal en Colombia en el tema de 
financiamiento de campañas electorales. Nace como consecuencia del mal proceso adelantado con los 
grupos armados ilegales de  la época así como del exterminio de los dirigentes de partidos políticos 
constituidos como de izquierda en el país y la toma de instituciones por dichos grupos que reclamaban 
hacer parte del proceso político del país, con las armas no con las leyes. 
 
Dicha normatividad se convierte en el primer estatuto básico de los partidos políticos dentro de las 
cuales se incluyeron aspectos como el otorgamiento de personería jurídica a los partidos políticos, 
inclusión de medidas de control para el manejo de recursos para la financiación de las campañas, 
obligatoriedad de los libros y registros de contabilidad y su registro en la Corte Electoral, rendición de 
cuentas por parte de los candidatos y partidos, relación de personas naturales o jurídicas que realizan 
donaciones durante el año por valor superior a doscientos mil pesos, publicidad de los balances entre otros. 
 
En cuanto a  la financiación de campañas, se regulaba la financiación indirecta estatal a través de 
espacios gratuitos  en los  medios de comunicación del Estado y la inclusión de topes en la financiación 
privada. 
 
Los partidos, sus agrupaciones y sus candidatos podrían recibir ayudas o contribuciones económicas 
de personas naturales y jurídicas, sin embargo el tope de las donaciones no podía ser mayor al establecido 
por la Corte Electoral.  En cuanto a los candidatos a la Presidencia o al Congreso de la República, no 
podrían invertir en la respectiva campaña suma que sobrepasara la fijada por la Corte, bien hubiese sido 
de su propio peculio o el de su familia. Las sumas eran fijadas con base en los costos de las campañas y 
la apropiación que tenía el Estado para reponer los gastos efectuados. El sistema de financiamiento sin ser 
establecido taxativamente en la legislación, se consideraba mixto. 
 
Las violaciones a dicha Ley, se castigaban con multas de acuerdo a la gravedad de la falta. 
 
Finalmente, la Ley 58 de 1985, no concebía ninguna inhabilidad o restricción para el particular que 
financiara una campaña y que posteriormente concurriere como contratista de la entidad en que su 
candidato fuera electo. 
 
Posteriormente, y como nacimiento de una nueva forma de Estado, es proclamada la Constitución 
Política de Colombia de 19914. 
 
 Es éste el primer texto que establece la financiación mixta con recursos públicos y privados, así 
mismo, las campañas fueron elevadas a rango Constitucional. Se constituye en el primer contexto donde 
se establecen las fuentes de financiación permitidas pero también las prohibidas. Describe mayores 
controles sobre los recursos y comportamiento de los partidos. Con anterioridad a ésta norma, el Estado 
no financiaba de manera directa el funcionamiento de los partidos, pues ésta era una labor eminentemente 
privada a cargo de los directivos, quienes en principio se valían de sus propios recursos para ello, con esta 
nueva disposición, las campañas electorales serán financiadas parcialmente con recursos estatales. 
 
                                                             
3 LEY 58 DE 1985. Julio 18. Por la cual se dicta el Estatuto Básico de los Partidos Políticos y se provee a la financiación parcial 
de las campañas electorales. Diario Oficial. Año CXXII. No. 37109. 20 de agosto de 1985.  
4 Versión que corresponde a la segunda edición corregida de la Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta 





El financiamiento directo de las campañas se concebía con la entrega de recursos públicos 
mediante la reposición de gastos por votos válidos, el financiamiento indirecto se otorgaba a través del 
acceso gratuito a los medios de comunicación prestados por el Estado. La rendición pública de ingresos y 
gastos era obligatoria. Se regularon los topes máximos de gastos con el fin de asegurar la igualdad electoral 
y limitar el financiamiento privado.  
 
 El artículo 109 definía que el Estado concurriría a la financiación de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica, así como las campañas en las cuales la financiación fuera con recursos 
estatales mediante el sistema de reposición de votos depositados. Así mismo ordeno la cuantía máxima 
para las contribuciones privadas, las cuales deberían ser reguladas por Ley. No se regulo aspecto alguno 
en cuanto al acceso a los medios de comunicación privados no institucionales y si estos deberían tener o 
no un tope como apoyo del financiamiento de un particular a un candidato. Prohibía claramente recibir 
financiación para campañas electorales de personas naturales o jurídicas extranjeras. 
 
 El artículo 110 definió por primera vez la prohibición para que aquellos quienes ejercieran 
funciones públicas hicieran contribuciones privadas o públicas a los partidos, movimientos o candidatos, 
o que induzcan a otros a hacerlo, prohibición que podría generar perdida de investidura.  
 
 Las sanciones por violación a las normas de financiación o violación a los topes máximos, incluían 
multas, devolución de recursos públicos, cancelación de la personería jurídica, perdida de la investidura o 
del cargo y la obligación de no presentar candidatos para las siguientes elecciones en esa circunscripción. 
 
 Se estableció además que la rendición de cuentas pública sobre el volumen, origen y destino de 
sus ingresos. El control recaía según el artículo 265 de la Constitución Política en competencia del CNE. 
La misma Constitución en su artículo 152 fijo la potestad al Congreso de la República para reglamentar 
todo lo relacionado con el funcionamiento de las organizaciones políticas a través de la expedición de 
Leyes Estatutarias. 
 
    Originalmente en su texto, la Constitución Política no establecía que la financiación fuera 
preponderantemente estatal en las campañas presidenciales ni las normas sobre inhabilidad para estos 
candidatos. Dicha normatividad como se verá más adelante en el presente estudio, surgiría con el Acto 
Legislativo 02 de 2004 que modificaría el artículo 152 de la Constitución Política.  
 
    Finalmente, la Constitución Política de Colombia de 1991, no concebía ninguna inhabilidad o 
restricción para aquel particular que financiara una campaña electoral y que posteriormente fuere 
contratista de la entidad en que su candidato fuera electo. 
 
    Posterior a ello, se expide por parte del Congreso de la Republica, La Ley 130 de 19945. Dicha 
normatividad  reguló en su artículo 13 la financiación de las campañas donde prevalecía la financiación 
pública con la reposición de votos. En el artículo 14 se regularon los aportes de los particulares en la cual 
autorizaban a recibir contribuciones económicas de personas naturales o jurídicas tanto a los partidos, 
movimientos políticos y candidatos. Sin embargo establecía un límite para el candidato el cual consistía 
en no sobrepasar el tope que estableciese el CNE, bien fuera de su propio peculio, el de su familia o 
                                                             
5 LEY 130 DE 1994. Marzo 23. Por la cual se dicta el Estatuto básico de los partidos y movimientos políticos, se dictan otras 






contribuciones de particulares. Dichos aportes eran fijados teniendo en cuenta los costos de las campañas 
y el censo electoral de la correspondiente circunscripción. 
 
El candidato que incumpliere dicha disposición se hacía acreedor de las multas fijadas  en el artículo 
39 de la misma ley. 
 
En cuanto a la entrega de las contribuciones a los particulares a un candidato, la Ley 130 reguló que 
las mismas debían ser entregadas al candidato mismo, o a la organización que lo representara, o al partido 
o movimiento al que perteneciere.  
 
La donación de las personas jurídicas era válida a favor de una campaña electoral, pero la misma debía 
contar con autorización expresa de la mitad más uno de los  miembros de la junta directiva o de la asamblea 
general de accionistas o junta de socios, según fuere el caso. 
 
Existía además una línea especial de crédito, en la cual la Junta Directiva del Banco de la República 
ordenaba a los bancos abrir líneas especiales de crédito, cuando menos tres (3) meses antes de las 
elecciones, con el fin de otorgar créditos a los partidos y movimientos políticos que participaran en las 
campañas, garantizados preferiblemente con la pignoración del derecho resultante de la reposición de 
gastos que hiciera el Estado. La rendición de cuentas incluía las donaciones realizadas por los particulares. 
 
En materia de vigilancia, control y administración, el Consejo Nacional Electoral debía presentar 
anualmente al Congreso un informe de labores y entre otras, adelantar las investigaciones administrativas 
para verificación del cumplimiento de las normas en materia de financiamiento de campañas. En ejercicio 
de ésta función de vigilancia, el CNE podía constituir tribunales o comisiones de garantías, ordenar y 
practicar pruebas, inspeccionar entre otros. 
 
El acceso a los medios de comunicación debía ser equitativo para el desarrollo de las campañas, así lo 
estableció la Sentencia C-089 de 1994 que indico: “La objetividad en los noticieros y espacios de opinión 
es un derecho ciudadano, la aceptación de publicidad política es libre, pero si se opta por ella, debe 
extenderse en condiciones de igualdad a los demás movimientos y partidos políticos”6. Sin embargo se 
omitió el tema de los canales privados que permitían el acceso a candidatos en desigualdad de condiciones 
y en ocasiones marcándolo como “aportes” a la financiación de la campaña sin ningún tipo de control o 
tope máximo. 
  
El CNE tenía la facultad de recomendar que se iniciaran las acciones previstas en la Constitución y la 
Ley sobre la perdida de investidura en el servicio público para el candidato que no cumpliera con la 
regulación.  
 
En síntesis, la Ley 130 de 1994, no concebía ninguna inhabilidad o restricción para el particular que 
financiara una campaña y que posteriormente concurriere como contratista de la entidad en que su 
candidato fuera electo. 
                                                             






En el año 2003 y como primera modificación al texto constitucional, se expide el Acto Legislativo 01 
de 20037 el cual subsanó las deficiencias plasmadas en la Ley 130 de 1994 permitiendo una gran cantidad 
de partidos y movimientos para las elecciones, haciendo más rigurosas las medidas para otorgar la 
personería jurídica. En 2006 en las elecciones del Congreso paso de 73 partidos y movimientos a sólo 168. 
 
Así mismo ordenó que al celebrar las consultas populares o internas se aplicarían las mismas 
condiciones en las normas sobre financiación y publicidad de campañas y acceso a los medios de 
comunicación del Estado, que rigen para las elecciones ordinarias. 
 
Estableció que la personería jurídica de los partidos o movimientos se obtenían  si la votación no fuere 
inferior al dos por ciento (2%) de los votos emitidos válidamente. 
 
En el tema específico de la financiación de partidos y movimientos, estableció que serán financiadas 
con recursos estatales mediante el sistema de reposición por votos depositados. Autorizó limitar el monto 
de los gastos a realizar en la campaña electoral así como que se fijara la cuantía máxima de las 
contribuciones privadas. 
 
Ordeno además que las campañas para elegir Presidente dispondrán de acceso a un máximo de 
espacios publicitarios y espacios institucionales de radio y televisión costeados por el Estado, 
exclusivamente para los candidatos de partidos y movimientos que determine la Ley.  Estableció  además 
que las violaciones a los topes máximos de financiación de campañas serán sancionadas con la perdida de 
la investidura o del cargo, los partidos, movimientos y candidatos deberán rendir públicamente cuentas 
sobre el volumen, origen y destino de sus ingresos. 
 
Frente a la cuestión específica de la financiación, se estableció que la financiación anual de los partidos 
y movimientos con personería jurídica, ascenderá como mínimo a dos punto siete veces la aportada en el 
año 2003, manteniendo su valor en el tiempo; la cuantía de la financiación de las campañas de los partidos 
y movimientos será por lo menos tres veces la aportada en el periodo 1999-2002 en pesos constantes de 
2003, incluyendo el costo del transporte del día de las elecciones y el costo de las franquicias de correo 
hoy financiadas. Las consultas internas de los partidos recibirán financiación mediante el sistema de 
reposición de votos depositados. Tienen derecho a utilizar los medios del espectro electromagnético en 
todo el tiempo. 
 
Finalmente, El Acto Legislativo 01 de 2003 no concebía ninguna inhabilidad o restricción para el 
particular que financiara una campaña y que posteriormente fuere contratista de la entidad en que su 
candidato fuera electo. La financiación nuevamente correspondía al sistema mixto. 
 
Ulterior a dicho acto, se promulga el Acto Legislativo 2 de 20049 (Reelección Presidencial) modifica 
entre otros los incisos 2º y 3º del Artículo 127 de la Constitución Política y adiciona dos incisos finales en 
                                                             
7 ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2003. Julio 03. Por el cual se adopta una Reforma Política y se dictan otras disposiciones. 
Diario Oficial No. 45.237 del 03 de julio de 2003. 
8 TRANSPARENCIA POR COLOMBIA. “Análisis de la financiación de las campañas legislativas en Colombia en 2014”. 
Investigación elaborada por Transparencia por Colombia, Bogotá, noviembre de 2014. Disponible en 
http://transparenciacolombia.org.co/old/analisis-de-la-financiacion-de-las-campanas-legislativas-de-colombia-en-2014//  
9 ACTO LEGISLATIVO 2 DE 2004. Diciembre 27. Por el cual se reforman algunos artículos de la Constitución Política de 





cuanto que ordena que a los empleados del Estado de la Rama Judicial, órganos electorales, de control y 
seguridad les está prohibido tomar parte en las actividades de los partidos y movimientos políticos. 
Establece que el Presidente y Vicepresidente sólo podrán participar en las campañas electorales al 
momento de su inscripción. 
Modifica el artículo 197 en el entendido que nadie podrá ser elegido para ocupar la Presidencia de la 
República por más de dos periodos.  
Posteriormente adiciona al artículo 152 de la Constitución el literal f) y un parágrafo transitorio en el 
cual ordena que el Gobierno antes del 1º de marzo de 2005, debe presentar un proyecto de Ley Estatutaria 
que regule entre otras materias las siguientes: Garantías a la oposición, participación en política de 
servidores públicos, derecho al acceso equitativo a los medios de comunicación que hagan uso del espectro 
electromagnético, financiación preponderantemente estatal de las campañas presidenciales, derecho de 
réplica en condiciones de equidad cuando el presidente de la República sea candidato y normas sobre 
inhabilidades. 
En esta oportunidad, el Acto Legislativo para el tema de investigación toca dos temas fundamentales: 
el primero la financiación preponderantemente estatal de las campañas presidenciales únicamente, y el 
segundo  el acceso a medios de comunicación equitativo que hagan uso del espectro electromagnético, 
cambiando la línea de que la igualdad sólo fuera en los medios institucionales, se amplió a cualquier medio 
de comunicación que utilice el espectro; aspecto que al final de este trabajo revisaremos si puede o no 
considerarse como un aporte o financiación a una campaña para un determinado candidato, aporte que no 
puede ser cuantificado dentro de ese 2.5% que establece la Ley. 
 
A su turno, es promulgada la Ley 996 de 200510 (Garantías en la contienda presidencial), que nace 
como consecuencia del Acto Legislativo 02 de 2004 modificatorio del artículo 197 de la Constitución 
Política que permitió la reelección presidencial inmediata. Producto de ello, ésta Ley y en aras de respetar 
la igualdad de candidatos, propuso la financiación preponderantemente estatal. Lo anterior con el fin 
supuestamente de evitar la entrada de dineros ilegales a las campañas presidenciales.  
 
Esta Ley determino la financiación previa o con anticipo, con el fin de que las campañas obtuvieran 
mayor solvencia económica y que se apartaran del dominio de los intereses de las fuerzas económicas. 
 
Creemos sin embargo tal como lo sostiene LONDOÑO JUAN FERNANDO en su estudio sobre 
financiamiento político en Colombia que “El sistema de reposición de votos no produce transparencia en 
el financiamiento y mucho menos equidad en la competencia electoral, así que si se buscaba avanzar en 
la nivelación de la cancha en la competencia por la Presidencia resultaba necesario garantizar que los 
competidores contaran con los recursos básicos para realizar la campaña11”. 
 
                                                             
10 LEY 996 DE 2005. Noviembre 24. Por medio de la cual se reglamenta la elección del Presidente de la República, de 
conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto 
Legislativo 02 de 2004 y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 46.102 del 24 de noviembre de 2005. 
11 LONDOÑO O. Juan Fernando. “Estudio sobre financiamiento político en Colombia”. Primera edición. Bogotá D.C. Enero 






Así mismo estableció nuevos límites a las fuentes de financiación de las campañas presidenciales 
mediante una mayor proporción de aportes públicos, regulando las contribuciones de personas naturales 
y jurídicas. En el tema de rendición de cuentas, exigió además la presentación y radicación de libros de 
contabilidad ante el CNE. También organizo el sistema de auditoria, como mecanismo de control de los 
ingresos y gastos de las campañas presidenciales. 
 
En cuanto a la financiación privada, el artículo 11 de dicho instrumento legal fijo para las elecciones 
presidenciales, que la financiación sería en mayor proporción de corte Estatal, pero que las personas 
naturales podrían financiar hasta un 20% del total del límite máximo de las campañas presidenciales, 
siendo que los aportes de una sola persona natural no podrían ser mayores al 2%, mientras que los que 
provenían de familiares no podrían ser mayores al 4% del tope máximo. 
 
Frente a los medios de comunicación, podrían acceder a dichos beneficios que se cuentan como 
financiación estatal previa, lo que a la postre y en contravía de lo que se plasmara en líneas posteriores, 
no compartimos, sosteniendo que en medios de comunicación privados no deben haber topes máximos. 
 
Las sanciones serían impuestas por el CNE consistentes en multas y devolución de recursos o pérdida 
de investidura cuando se sobrepasen los topes máximos. 
 
Finalmente, la Ley 996 de 2005 no concebía ninguna inhabilidad o restricción para el particular que 
financiara una campaña y que posteriormente concurriere como contratista de la entidad en que su 
candidato fuera electo. La financiación nuevamente correspondía al sistema mixto con preponderancia 
Estatal. 
 
Fue en el año 2009, donde se expide el Acto Legislativo 01 de 200912, en resumen, fue motivado por 
la exagerada y constante infiltración de recursos y grupos ilegales a la política, razón por la cual fue 
necesario incluir la responsabilidad a cargo de los partidos en búsqueda de sancionar a los congresistas 
vinculados con éstos grupos mediante la perdida de la curul (silla vacía) y fortalecer el acceso a los 
recursos para el financiamiento de las campañas. 
 
En cuanto al financiamiento electoral, esta reforma introdujo en su artículo 109 y por primera vez, la 
regulación consistente en la prohibición de toda financiación proveniente de personas naturales o jurídicas 
extranjeras y de grupos con fines antidemocráticos y contrarios al orden público13.  
 
Dicho Acto Legislativo Constitucionalizó los anticipos para todos los procesos electorales con el fin 
de generar mayor participación efectiva de los recursos estatales en las campañas. Aumento el umbral 
para mantener la personería jurídica del 2% al 3%. 
 
                                                             
12 ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2009. Julio 14. Por el cual se modifican y adicionan unos artículos de la Constitución Política 
de Colombia, en especial los artículos 107, 108, 109, 122, 133, 134, 144, 237, 258, 261, 263, 265, 179-8, y un artículo 
transitorio. Diario Oficial No. 47.410 del 14 de julio de 2009. 
13 TRANSPARENCIA POR COLOMBIA. Análisis de la financiación de las campañas legislativas en Colombia en 2014. 
Investigación elaborada por Transparencia por Colombia, Bogotá, noviembre de 2014. Disponible en 





Se establece al final que con dichos Actos Legislativos, el papel de la financiación privada no es 
protagonista en las campañas electorales, la cual basada preponderantemente con recursos públicos, 
tampoco han dado los resultados esperados. 
 
En julio 12 de 2011, se dictan las normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública, 
expidiéndose por el legislativo a petición del Gobierno Nacional, el denominado “Estatuto 
Anticorrupción” Ley 1474 de 201114. 
 
Dicho Estatuto, fue objeto de modificación por el Artículo 33 de la Ley 1778 de 201615 el cual 
estableció en su artículo 2º, una inhabilidad para contratar a quienes financien campañas políticas, razón 
por la cual fue modificado el numeral 1º del artículo 8º de la Ley 80 de 1993 la cual tendrá el nuevo literal 
k) en donde se establece que las personas naturales o jurídicas que hayan financiado campañas políticas a 
la Presidencia, Gobernaciones o Alcaldías o Congreso de la República, con aportes superiores al 2.0% de 
las sumas máximas a invertir por los candidatos en las campañas electorales en cada circunscripción 
electoral, no podrán celebrar contratos con las entidades públicas, incluso descentralizadas, del respectivo 
nivel administrativo para el cual fue elegido el candidato. Inhabilidad que se extenderá por todo el periodo 
para el cual el candidato fue elegido. La inhabilidad operara para las personas que se encuentren  dentro 
del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil de las personas que ha 
financiado la campaña. 
 
Finalmente establece que dicha inhabilidad comprende también a las personas jurídicas en las cuales 
el representante legal, los miembros de la junta directiva o cualquiera de sus socios hayan financiado 
directamente o por interpuesta persona, campañas políticas a la presidencia, Gobernaciones, Alcaldías o 
Congreso de la Republica. La inhabilidad no se aplicara respecto a  contratos de prestación de servicios 
profesionales. 
 
La actual legislación es la Ley 1475 de 201116 que en temas de financiación determina el monto de los 
recursos aportados por el Estado para su funcionamiento, en especial el Capítulo II, Artículo 20, que 
establece como fuentes de financiación de candidatos los recursos propios, los créditos o aportes del 
candidato, cónyuge o compañero permanente, contribuciones, donaciones y créditos, ingresos originados 
en actos públicos o actividades lucrativas del partido y la financiación estatal. Para elecciones legislativas 
y elecciones territoriales el tope máximo es el 10% de los gastos permitidos. 
 
Las contribuciones públicas a  las campañas fueron reglamentadas en el artículo 21 como la reposición 
de votos válidos y en el artículo 22 la entrega de anticipos los cuales van hasta el 80% del tope máximo 
de gastos permitidos salvo en presidenciales, nuevamente preponderantemente pública. Los topes los debe 
fijar el CNE, el Ministerio de Hacienda debe hacer un estudio de los costos reales de las campañas, fue 
así como el Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE, elaboró el Índice de Costos de 
Campañas Electorales (ICCE) para medir la variación anual de los costos de bienes y servicios, que forman 
                                                             
14 LEY 1474 DE 2011. Julio 12. Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública. Diario Oficial No. 48.128. 
15 LEY 1778 DE 2016. Febrero 2 de 2016. Por la cual se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas jurídicas por 
actos de corrupción transnacional y se dictan otras disposiciones en materia de lucha contra la corrupción.  
16 LEY 1475 DE 2011. Julio 14. Por la cual se adoptan reglas de organización y funcionamiento de los partidos y movimientos 





parte de la estructura de costos de las campañas. Se debe exigir una póliza o garantía del anticipo con el 
fin de que sea una forma razonable y legitima de recuperar el dinero estatal17.  
 
En cuanto a la financiación privada, se imponen límites tales como no obtener créditos ni recaudar 
recursos por más del valor total de gastos superiores al 10%. 
 
Se establecen en ésta legislación, las prohibiciones para la financiación de campañas tales como: las 
que provengan directa o indirectamente de personas naturales o jurídicas extrajeras; las que se deriven de 
actividades ilícitas, antidemocráticas o atentatorias del orden público; las que provienen de actividades de 
bienes con extinción de dominio; las contribuciones anónimas; las de personas naturales a las que se les 
hubiere formulado acusación o imputación en proceso penal por delitos relacionados con financiación, 
pertenencia o promoción de grupos armados ilegales, narcotráfico, contra la administración pública, 
mecanismos de participación democrática y de lesa humanidad; las que provengan de personas que 
desempeñen funciones públicas excepto miembros de corporaciones públicas de elección popular y las 
que provengan de personas naturales o jurídicas cuyos ingresos en el año anterior se hayan originado en 
más de un 50% de contratos o subsidios estatales, que administren recursos públicos o parafiscales o que 
tengan licencias o permisos para explotar monopolios estatales o juegos de suerte y azar. 
 
Por otro lado, la Ley 1712 de 2014 corresponde a la normatividad por medio de la cual se crea la “Ley 
de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional18”, la cual establece que 
los partidos y movimientos deben divulgar la información y responder de buena fe, los principios son: 
Transparencia activa que implica que la información de los partidos y movimientos esté disponible en 
medios físicos y electrónicos  para las personas interesadas, así como la estructura, servicios y 
procedimientos de la organización. Transparencia Pasiva correspondiente a la adecuación para la atención 
al público y el facilitamiento del acceso a la información, y como tercer principio el de gestión de la 
Información que tiene como propósito definir la  producción, captura y manejo de la información pública 
a su interior, correspondiente a preservar adecuadamente toda la información de los partidos y 
movimientos políticos.  
 
Finalmente, Ley 1864 de 201719 es la actual legislación que incorpora y regula los delitos electorales, 
modifica el Título XIV del Código Penal el cual regula la violación en ejercicio de mecanismos de 
participación democrática. 
 
Para el caso del financiamiento político, la ley fija multas económicas y sancionatorias para aquellas 
personas que violen los topes de gastos de campañas electorales o utilicen recursos de fuentes prohibidas. 
 
Los delitos creados corresponden a: i). Omisión de información del aportante realizados a las 
campañas electorales, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa en SMLMV; ii). Política 
Criminal Electoral la cual debe ser fijada por el Ministerio de Justicia, Procuraduría, Defensoría, 
Registraduría, CNE, Fiscalía, Ministerio de Educación, Consejo de Estado Sección V y Policía Nacional. 
                                                             
17 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-490 de 2011. MP: Luis Ernesto Vargas Silva. Consultar en: 
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/c-490-11/htm  
18 LEY 1712 DE 2014. Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública 
Nacional y se dictan otras disposiciones.  
19 LEY 1864 DE 2017. Agosto 17. Mediante la cual se modifica la Ley 599 de 2000 y se dictan otras disposiciones para proteger 





iii). Elección ilícita de candidatos, cuando es elegido para un cargo popular estando inhabilitado para 
desempeñarlo por decisión judicial, administrativa o fiscal, incurriendo en prisión de cuatro (4) a nueve 
(9) años y multa en SMLMV. iv). Trafico de Votos, castigando al que ofrezca los votos de un grupo de 
ciudadanos a cambio de dinero o dadivas con la finalidad de que esos votos se consignen en favor de 
determinado candidato o partido o se abstengan de hacerlo, con prisión de cuatro (4) a nueve (9) años y 
multas en SMLMV. 
 
Así pues, y tal como lo sostiene LONDOÑO O. JUAN FERNANDO en su obra ya citada, “La ley 
eleva al rango del delito lo que antes se regulaba como faltas administrativas y sus impactos están por 
verse a partir del proceso electoral del año 201820”, resultados que al día de publicación de ese artículo, 
poco se han visto en materia punitiva. 
 
En conclusión, puede argumentarse de manera general, que con la revisión y síntesis histórica basada 
en la normativa constitucional y legal relacionada, la financiación privada de campañas electorales en 
Colombia no ha tenido un papel protagonista en el desarrollo de tales campañas, lo que a la postre 
evidencia per sé que la financiación preponderantemente estatal y financiada en su mayoría con recursos 
públicos y con amplia restricción a particulares, tampoco ha dado el fruto esperado.  
 
El objetivo del presente trabajo en los capítulos que a continuación se desarrollan, es mostrar una 
alternativa que posibilite que la financiación de las campañas electorales sea preponderantemente privada, 
con más controles administrativos, electorales, contractuales y judiciales, que permitan una vigilancia 
efectiva y con mayor robustez en los mecanismos para el seguimiento de los ingresos y gastos de las 
campañas electorales, permitiendo que éstas sean posibles en igualdad de condiciones, con un ingrediente 
importante, que los particulares que financien campañas electorales, puedan sin restricciones, celebrar 













                                                             





III. RIESGOS Y VACÍOS QUE SE PRESENTAN EN LA FINANCIACIÓN PRIVADA DE 




En la actualidad, la legislación ha regulado la financiación de las campañas electorales bajo la siguiente 
normatividad, la Ley 996 de 2005 sobre “Garantías Electorales para la Presidencia de la República” y 
la Ley 1475 de 2011, la cual desarrolla en su capítulo II “La Financiación de las Campañas Electorales”, 
dentro de las cuales se establecieron las siguientes reglas frente a la elección del Presidente de la 
República, Congreso y demás cargos de elección popular a nivel territorial. La Misión de Observación 
Electoral –MOE-, plantea un esquema muy acertado sobre la financiación de campañas electorales en 




Gráfica 1. Estructura del Financiamiento de la Política en Colombia.  
Fuente: MOE – Financiación de las Campañas Electorales y la Rendición de cuentas en Colombia.  
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Ahora bien, establece la legislación, las fuentes permitidas y límites de recursos provenientes de 





Tabla 1. Fuentes y Límites de la financiación privada de campañas electorales en Colombia.  




Así mismo, el proceso electoral prevé un sistema para la rendición de cuentas que pretende que los 
candidatos que se presenten a una elección popular, informen a la autoridad competente –CNE- sobre: i) 
el origen de los recursos que emplearon durante la campaña. ii) La cantidad de dinero que se invirtió en 
la campaña, especificando el aporte de cada uno de los financiadores; y iii) La ejecución final de los 
dineros tanto públicos como privados. Estos tres pilares del sistema de rendición de cuentas, se encuentran 
en el artículo 265 de la Constitución Política y que se desarrollan en múltiples resoluciones expedidas por 





1. Recursos propios de origen privado que los partidos y movimientos 
politicos destinen para el financiamiento de las campañas en las que 
participen.   (Límite del 10%)
1. No puede ser superior a los topes de gastos de la 
campaña.
2. Los ingresos originados en actos públicos, publicaciones y/o cualquier 
otra actividad lucrativa del partido o movimiento.                                                        
              (Límite del 10%)
2.  Las constribuciones y donaciones individuales no 
podrán ser superiores al 10% del valor total.
3. Las contribuciones, donaciones en dinero o en especie, que realicen los 
particulares, sean personas naturales o jurídicas.                                                        
             (Límite del 10%)
3. La financiacion originada en recursos propios, del 
cónyuge, compañero permanente o parientes en el 
grado que autoriza la ley, no estará sometida a los 
límites individuales.
4.  Los aportes que provengan del patrimonio de los candiados, de sus 
cónyuges compañeros permanentes, o parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad (primos).                                                                                            
              (No hay límites)
5. Los créditos obtenidos con particulares o entidades financieras 
legalmente autorizadas.                                                                                                         
                        (No hay límites)
4. El valor de los créditos de cualquier origen tampoco 
estará sometido a límites individuales y es posible 














Tabla 2. Financiación prohibida para las campañas electorales en Colombia.  
Fuente: MOE – Elecciones Presidente & Congreso. 2018. 
 
 
Existía una regla especial de financiación para las campañas presidenciales, la cual correspondía 
en principio a la posibilidad de recibir contribuciones o donaciones por parte  de personas “jurídicas” y 
que establecía la Ley 996 de 2005. Esta regla fue declarara inexequible por la Corte Constitucional en 
revisión de control de constitucionalidad previa a Ley estatutaria mediante Sentencia C-1153 de 200521. 
 
                                                             
21 CORTE CONSTITUCIONAL. Referencia: Expediente PE-024 Control constitucional al Proyecto de Ley Estatutaria N° 
216/05 Senado, N° 235-Cámara, “por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de 
conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto 
Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones”. Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra. Bogotá D.C. 11 
de Noviembre de 2005. 
1. Las que provengan, directa o indirectamente, de gobiernos o personas naturales o jurídicas extranjeras, excepto 
las que se realicen a título de cooperacion técnica para el desarrollo de actividades distintas a las campañas 
electorales.
2. Las que se deriven de actividades ilícitas o tengan por objeto financiar fines antidemocrático o atentatorios del 
orden público.
3. Las contribuciones o donaciones de personas titulares del derecho real, personal, aparente o presunto, de 
dominio, respecto de bienes sobre los cuales se hubiere iniciado un proceso de extincion de dominio.
4. Las contribuciones anónimas.
5. Las de personas naturales contra las cuales se hubiere formulado acusacion o imputacion en un proceso penal 
por delitos relacionados con la financiacion, pertenencia o promoción de grupos armados ilegales, narcotráfico, 
delitos contra la administración pública, contra los mecanismos de participación democrática y de lesa humanidad.
6. Las  que provengan de personas que desempeñen funciones públicas, excepto de los miembros de corporaciones 
públicas de elección popular, quienes podrán realizar aportes voluntarios a las organizaciones políticas a las que 
pertenezcan, con destino a la financiación de su funconamiento y a las campañas electorales en las que participen.
7. Las que provengan de personas naturales o jurídicas cuyos ingresos en el año anterior se hayan originado en más 
de un cincuenta por ciento (50%) de contratos o subsidios estatales; que administren recursos públicos o 
parafiscales, o que tengan licencias o permisos para explotar monopolios estatales o juegos de suerte y azar.
FINANCIACIÓN 
PROHIBIDA     






La normativa nacional, también establece condiciones referentes al régimen de sanciones por 





Tabla 3. Síntesis del régimen sancionatorio para las campañas electorales en Colombia.  
Fuente: MOE – Elecciones Presidente & Congreso. 2018. 
 
 
En síntesis el cuadro anterior y como regla especial del régimen sancionatorio, se considera una 
falta de las organizaciones políticas, permitir el ingreso de recursos prohibidos en las campañas electorales 
cuya sanción puede llevar desde la suspensión o privación de la financiación estatal como la sanción más 
leve, hasta la suspensión de la personería jurídica como la sanción más fuerte.  
 
Para el caso del Presidente de la República, será la consagrada en el artículo 21 numeral 4º de la 
Ley 996 de 2005, que es la causal de indignidad justificativa de la pena de destitución del empleo o pérdida 
del cargo que el Senado puede aplicar según los artículos 175, 178 y 235 de la Constitución Política. 
 
En todos los casos, será el CNE quien vigilara la financiación de las campañas y las sanciones. 
Candidatos
1) Imputables a sus directivos
1) Incumplir los deberes de 
dilgencia en la aplicación de las 
disposiciones constitucionales o 
legales que regulan la financiación.
2) Permitir la financiación con 
fuentes de financiación prohibidas.
a) Suspensión o privación de la 
financiación estatal
4) Toda conducta que pueda ser 
calificada como delito
a) Amonestación escrita y pública
c) Suspensión del derecho de inscribir 
candidatos o listas en la 
circunscripción en la cual se cometan 
las faltas.
b) Suspensión del cargo hasta por 
tres (3) meses.
d) Cancelación de su personería 
jurídica.
c) Destitución del cargo y expulsión 
del Partido o Movimiento
e) Disolución de la respectiva 
organización política.
b) Suspensión de su personería 
jurídica, hasta por cuatro (4) años.
SANCIONES
SANCIONES 
(Artículo 26 ley 
1475 de 2011)
Violación de topes: 
Perdida del cargo.    En 
el caso de candidatos 
elegidos a corporaciones 
públicas se seguirá el 




FALTAS 2) Imputables a sus candidatos.
Directivos
FALTAS
3) Violar o tolerar que se violen los 
topes o límites de ingresos y gastos 





Visto lo anterior, y de acuerdo a las concusiones de CARLOS ARIEL SANCHEZ, en su estudio 
“Derecho Electoral en Colombia”22, uno de los aspectos que ha interesado a los estudiosos del tema 
electoral y político, es el que concierne a la financiación privada tanto de los partidos como de las 
campañas electorales, en razón a las distintas teorías de la financiación frente al tipo de Estado existente. 
De igual forma tanto el poder político como el mismo Estado deben contribuir a su financiación, es por 
ello que se ha ahondado en el tema de la financiación mixta. En Colombia, se aplica éste tipo de 
financiación tanto para partidos y movimientos como para la financiación de campañas electorales. 
 
En este estudio, resulta imperioso recordar frente a este aspecto, que en nuestro país, los 
particulares y privados pueden donar a las campañas políticas sin sobrepasar los límites -Tope de ingresos 
y gastos- definidos en la Ley y los establecidos para cada contienda electoral por el CNE, en todo caso 
para todas las elecciones salvo las de Presidente de la República, a los privados les está prohibido hacer 
donaciones que superen el 10% del tope. Según la CORTE CONSTITUCIONAL, se basa el anterior 
argumento, en el entendido de establecer “la necesidad de fijar topes en las campañas buscando igualdad 
electoral y lucha contra la corrupción, a fin de evitar el ingreso indiscriminado de recursos económicos 
de dudosa procedencia o que estén ligados a intereses económicos particulares23”. 
 
Ahora bien, frente a los particulares que contratan con el Estado, el artículo 2º de la Ley 1474 de 
2011 – Estatuto Anticorrupción- modificado por la Ley 1778 de 2016 artículo 33, previó que, aquellas 
personas o empresas que hubieren hecho aportes a campañas electorales por encima del 2% del tope 
establecido, no pudiesen contratar con la entidad a la cual su financiado aspirara. Lo anterior para evitar 
que se presenten conductas que puedan desencadenar hechos de corrupción.  
 
Otra inhabilidad, fue la creada por la Ley 1475 de 2011, que estableció como financiación 
prohibida, aquella que provenga de personas naturales o jurídicas cuyos ingresos en el año anterior se 
originaran en más del 50% de contratos o subsidios estatales. 
 
Aun así, y a sabiendas de que en Colombia la financiación de campañas como lo afirma el profesor 
CEPEDA ULLOA, “Es preponderantemente pública, significativa pero no suficiente”24; la financiación 
privada parece ser la más influyente y decisiva a la hora de las elecciones, y la que menos se controla en 
razón a los vacíos y debilidades que se presentan, en especial por el impacto que puede generar en la 
contratación estatal, máxime cuando existiendo las inhabilidades mencionadas anteriormente, la 
capacidad para el efectivo seguimiento y control a los financiadores privados es insuficiente. 
 
Tal como lo sostiene el profesor de la Universidad Externado de Colombia en Bogotá, ERNESTO 
MATALLANA CAMACHO, y refiriéndose a la financiación de campañas por contratistas, expresó en su 
obra MANUAL DE CONTRATACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, lo siguiente:  
 
                                                             
22 SANCHEZ TORRES, Carlos Ariel. “Derecho Electoral en Colombia”. Revista Estudios Socio - Jurídicos. Universidad del 
Rosario. V. 2 No. 2. Páginas 68-119. Marzo de 2010. ISSN-e: 2145-4531. Disponible en: 
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/184 
23 CORTE CONSTUCIONAL. Sentencia C-150 de 2015. Al hacer control de Constitucionalidad al proyecto de Ley Estatutaria 
sobre mecanismos de participación ciudadana – Referendo Constitucional. Referencia: Expediente PE-038. M.P. Mauricio 
González Cuervo.  Ley 1757 del 6 de julio de 2015 “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección 
del derecho a la participación democrática”. 
24 CEPEDA ULLOA, Fernando. “Narcotráfico, financiación política y corrupción”. Ecoe. 2011. Pág. 95. Refiriéndose el 





“Una de las prácticas más frecuentes que permite dar ejemplos negativos sobre 
la financiación privada de campañas políticas está relacionada justamente con la 
contratación administrativa, y es la referida a la contribución de grandes empresas de 
constructores que patrocinan determinados candidatos a elecciones populares mediante 
el financiamiento de sus campañas, situación que genera un compromiso particular entre 
el candidato elegido popularmente con la firma de ingeniería o arquitectura, que 
determina finalmente que este candidato logre que le adjudiquen contratos a éstas firmas 
de construcción, de tal manera que puedan recuperar la inversión efectuada en la 
campaña política en cuestión25” 
 
Acierta el profesor MATALLANA CAMACHO, cuando advierte prácticas de financiación de 
campañas por contratistas y el compromiso adquirido por los candidatos con las personas que lo financian,  
quienes terminan –en la mayoría de los casos- con la adjudicación de contratos estatales; practica que hace 
prominente plantear situaciones que suceden en la actualidad y sobre las cuales se debe legislar en el 
futuro próximo, con el fin de colocar un cerco a la devolución de favores, y garantizar la participación en 
igualdad de condiciones entre quienes actúan como financiadores de campañas electorales y quienes no, 
con el fin de no generar impactos negativos en la contratación estatal.  
 
En países de la región de Latinoamérica por ejemplo, según datos de JUAN FERNANDO LONDOÑO 
Y DANIEL ZOVATTO26, prohíben en general las contribuciones de contratistas públicos. Las donaciones 
de empresas que tienen contratos públicos o titularidad pública parcial están prohibidas en el 67 por ciento 
de los países a los partidos y en el 72 por ciento a los candidatos. El objetivo de estas prohibiciones es 
evitar los conflictos de interés, garantizar la imparcialidad de la función pública, evitar la corrupción y 
mantener la neutralidad del Estado. 
 
 
Se desarrollan a continuación algunos riesgos y vacíos que se evidencian en la financiación privada 
de campañas electorales por los futuros contratistas del candidato electo, y la incidencia que pueda generar 




i. Imposibilidad de verificación previa a la celebración del contrato estatal, si el futuro 
contratista actuó como  financiador de campañas electorales del candidato electo en la 
entidad donde se celebrara el contrato. 
 
La estructura de cada proceso de selección según la modalidad que aplique, sea licitación pública, 
selección abreviada, concurso de méritos, contratación directa o mínima cuantía, ha sido considerada por 
las altas cortes como una actividad administrativa reglada. 
 
                                                             
25 MATALLANA CAMACHO, Ernesto. “Manual de contratación de la Administración Pública. Reforma de la Ley 80 de 
1993”. Universidad Externado de Colombia. 2ª reimpresión. Julio de 2017. ISBN: 978-958-772-436-3.Bogota D.C. P.53. 
26 IDEA (INTERNATIONAL). INSTITUTO INTERNACIONAL PARA LA DEMOCRACIA Y LA ASISTENCIA 
ELECTORAL, TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. “El financiamiento de los 
partidos políticos y las campañas electorales”. Manual sobre financiamiento político. Imprenta juventud S.A. de C.V. ISBN: 





En providencia del 20 de mayo de 2010, el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE CONSULTA Y 
SERVICIO CIVIL, en consulta elevada por el Ministerio de Transporte, sobre el particular conceptuó: 
 
“La administración para seleccionar la oferta más favorable para sus intereses, 
contrario a lo que ocurre en el derecho común en el que prima la autonomía de la 
voluntad y la libertad de formas, está sujeta a los procedimientos preestablecidos en las 
leyes y reglamentos, lo que significa que en el derecho público la preparación, 
adjudicación y perfeccionamiento de los contratos del Estado es una actividad 
eminentemente reglada, de manera que las partes están en la obligación de cumplir con 
el procedimiento fijado por el orden jurídico, bajo la estricta observancia de los 
principios que garantizan el derecho a la igualdad y libre concurrencia de los oferentes 
y el cumplimiento de los fines estatales perseguidos con esta actividad. Las actuaciones 
administrativas contractuales están sujetas al principio de legalidad previsto en los 
artículos 6° y 121 Constitución Política como postulado esencial del Estado Social de 
Derecho y de toda manifestación del poder público, conforme al cual, es legítima la 
actuación de las autoridades en cuanto se desarrolle dentro del preciso ámbito funcional 
definido por el legislador, proscribiendo las actuaciones de los servidores públicos que 
impliquen omisión o extralimitación en el ejercicio de las mismas; a la observancia del 
debido proceso, y a los principios de la función administrativa, desarrollados legalmente 
por el mismo Estatuto General de Contratación de la Administración Pública27”. 
 
      Según esta posición del órgano de cierre en lo Contencioso Administrativo, la administración debe 
seguir única y exclusivamente los procedimientos pre-establecidos en la Ley y en los reglamentos, de 
manera que las partes están en la obligación de cumplir con el procedimiento fijado bajo la estricta 
observación de los principios de la contratación estatal, razón por la cual las actuaciones administrativas 
contractuales estarán sujetas al principio de legalidad previstos en la Carta Política. 
 
En revisión de los requisitos necesarios tanto para la presentación de ofertas como para la a 
adjudicación y celebración de un contrato estatal, en la legislación vigente (Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 
2007, Ley 1474 de 2001, Ley 1508 de 2012, y decretos reglamentarios, entre otros), no fue posible 
encontrar en la estructura de los procesos de selección, que en la etapa de evaluación de las ofertas o antes 
de la adjudicación del contrato, exista obligación alguna que ordene verificar o acudir por parte de la 
entidad contratante, a las bases de datos del CNE con el fin de comprobar si quien actúa como proponente 
de la entidad pública ha realizado algún tipo de aporte a campañas electorales por encima del 2% del tope 
establecido para dicha candidatura, o incluso, si fue financiador del candidato electo de la entidad en la 
cual oferta. 
 
Basado en esas apreciaciones, y haciendo una revisión en más de veinte (20) pliegos de condiciones 
publicados en el SECOP28 como página oficial donde se deben registrar todos los procesos de selección 
de las entidades estatales según la clasificación el artículo 2º de la Ley 80 de 1993, en ninguno de ellos se 
encontró dentro de su clausulado, obligación, regulación o deber alguno que obligara tanto a la entidad 
como al oferente a verificar las bases de datos del CNE con el fin de conocer si se encuentra o no en 
condición de inhabilidad por financiación de campañas por encima del tope permitido y que impidiera su 
                                                             
27 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. C.P. Enrique José Arboleda Perdomo. Rad. 2010-
00034 (1992). Actor: Ministerio de Transporte. Bogotá D.C. Veinte (20) de mayo de 2010. 





contratación. La obligación que existe por parte de la entidades estatales, es que el proponente cuando 
presenta propuesta, declare bajo la gravedad de juramento, que no se encuentra incurso en ninguna de las 
causales de inhabilidad determinadas por la Ley, entre las que se encuentra la del artículo 2º de la Ley 
1474 de 2011 modificada por la 1778 de 2016 artículo 33. 
 
Sin embargo, revisando la normatividad, los pliegos de condiciones, la Ley y la página web oficial 
de la entidad, no se encuentra un acceso a un registro de consulta en cabeza o administrado por el CNE 
que certifique los antecedentes del proponente en materia de financiación electoral, tal y como si lo 
expiden la Contraloría General de la República en el certificado de antecedentes fiscales, Procuraduría 
General de la Nación en el certificado de antecedentes disciplinarios, o la Policía Nacional que posee un 
sistema de registro nacional de medidas correctivas –RNMC- donde se certifica los comparendos 
pendientes; entidades éstas que administran un registro en bases de datos que sí son de obligatoria consulta 
por parte de las entidades estatales para corroborar que el proponente cuando actúa en un proceso de 
selección, no se encuentre inhabilitado. Mientras tanto el CNE no posee dicha base de datos de consulta, 
en la cual como más adelante lo propondremos, debería certificar si el interesado se encuentra inhabilitado 
a nivel nacional, territorial o descentralizado con el fin de que el operador jurídico de la contratación 
estatal  al evaluar una propuesta en un proceso de selección, conozca que esta persona -natural o jurídica- 
no podrá contratar con el Estado por haber superado los topes en la financiación privada de campañas. 
 
En igual sentido, no se encontró obligación alguna ni de la entidad ni del oferente que obligue dentro 
de los documentos aportados en un proceso de selección, a certificar si las personas naturales o jurídicas 
proponentes han obtenido ingresos en el año anterior originados en más del 50% de contratos o subsidios 
estatales. Este registro tampoco es abonado por el CNE. 
 
Este riesgo consistente en la imposibilidad de verificación antes de la celebración de un contrato 
estatal, si el proponente fue financiador de campañas electorales incluso de la entidad donde oferta, es un 
riesgo que se presenta actualmente en la contratación estatal y que impacta en la financiación privada de 
campañas que debe ser objeto de regulación o verificación, pues podrá conllevar a que se adjudiquen 
contratos a personas que se encuentran incursos en las inhabilidades determinadas por la Ley, 
específicamente en la establecida por el artículo 2º de la Ley 1474 de 2011 modificada por la 1778 de 
2016 artículo 33, que incluyo el literal k) en el artículo 8º de la Ley 80 de 1993, denominada “Inhabilidad 




ii. Falta de capacidad  del CNE en el seguimiento a la fuente de ingresos y recursos por parte 
de los contratistas financiadores de campañas electorales. 
  
       Una de las obligaciones principales de los candidatos en el ejercicio electoral, es la de reportar sus 
ingresos y gastos en el aplicativo Cuentas Claras, con el objetivo de garantizar la transparencia. Sin 
embargo, en la mayoría de los casos, ésta información no es registrada por aquellos ni verificada en su 
totalidad por el CNE29. 
                                                             
29 EL ESPECTADOR. Sábado 09 de noviembre de 2019. Donde informan que solo el 3% de candidatos a las elecciones de 





       Así, dentro de la financiación privada se han evidenciado posibles casos en los cuales ha existido la 
eventualidad de que algunos recursos hayan tenido su fuente en actividades delictivas, para el caso 
Colombiano, del paramilitarismo, delincuencia común, guerrilla e incluso narcotráfico. En otros casos la 
fuente puede que no sea como consecuencia de actividades ilegales pero sí prohibidas no controladas, 
como es el caso de los contratistas que financian y aportan dineros como resultado de su ejercicio y 
actividad de contratación que realizan a diario y que sin ser una actividad ilegal, corresponde a una 
financiación donde los ingresos y recursos de esos contratistas financiadores en su mayoría provinieron 
del erario público y de los cuales no es posible el conocimiento de su fuente30.  
  Casos que en su mayoría no han sido documentados ni adelantados por la falta de poder 
administrativo y financiero de las instituciones dedicadas a ese fin, lo que ha generado que tanto el crimen 
organizado como en el primero caso, o los contratistas que financian superando los topes y además con 
dineros legales provenientes de la contratación estatal, permeen algunas campañas principalmente de 
orden territorial. 
        Con el ánimo de evitar estas prácticas,  principalmente para evitar aportes desmedidos e 
incontrolables de particulares contratistas a candidatos, el Estado en los procesos electorales ha creado 
algunas restricciones a las mismas entre las cuales encontramos: i.  Prohibición de aportes anónimos; ii. 
Prohibición de donaciones extranjeras. iii. Prohibición de que los contratistas y concesionarios aporten. 
iv. Prohibición de donaciones colectivas. v. Limitación a los medios de comunicación entre otros. 
        Estas medidas creadas, si bien, tienen como objetivo fundamental el de evitar la financiación de 
campañas electorales con dineros provenientes de economías ilegales, han sido blandas a la hora de 
ejecutarlas. Los ingresos y recursos no son controlados en su totalidad por las autoridades públicas, y de 
aquellos que logra tenerse conocimiento, las investigaciones administrativas y penales no avanzan con 
celeridad y la oportunidad requerida. 
                                                             
aplicativo “Cuentas Claras” del CNE. Donde además advierten que según esos reportes, los  ingresos principales se siguen 
originando en fuentes privadas y la propaganda electoral es el principal gasto de las candidaturas. La Resolución No. 3019 de 
2013 del CNE, obliga a las campañas políticas a llevar un registro en tiempo real de sus ingresos y gastos a través del aplicativo, 
pero según el estudio, de los 176 candidatos a gobernaciones, 107 no han cumplido con el registro oportuno y de los 5.186 
aspirantes para alcaldías, 4.808 no han cumplido la tarea. En cuerpos colegiados es más el retraso, el 95% de los candidatos a 
Asambleas, el 98% de los candidatos al concejo y el 95% de los candidatos a las JAL no han registrado nada. Según 
Transparencia por Colombia, a la fecha, se observa el mismo patrón de financiamiento que se presentó en las elecciones 
territoriales anteriores (2011-2015). Visto en: https://www.elespectador.com/elecciones2019/solo-el-3-de-candidatos-las-
elecciones-de-octubre-han-registrado-gastos-de-campana-articulo-881885 
 
30 Ver entre otros casos: 1. Armando Pomárico Ramos, corrupción en la Dirección Administrativa de la Cámara de 
Representantes. El Tiempo, 15 de abril de 2000 donde se financiaron congresistas a cambio de contratación administrativa. 2. 
Odebrecht: Donde una multinacional brasilera financia candidatos a presidencia en América Latina en especial Colombia a 
cambio de contratos de obra pública (Ruta del sol) Ver: Odebrecht la historia completa, Jorge González. 2018. 3. Los Nule: 
Donde contratistas de obra pública financiaron candidatos  a elección popular, en especial al Alcalde de Bogotá D.C. Samuel 
Moreno a cambio de jugosos contratos de obra como transmilenio, aeropuertos, equipos médicos, consultorías entre otros; 
conocido como el carrusel de la contratación. 4. Agro Ingreso Seguro: Donde el Ministro de Agricultura del presidente Álvaro 
Uribe Vélez, celebro cantidad de contratos del programa AIS para entregar  subsidios a agricultores que a la final fueron 
encontrados como financiadores del candidato a la presidencia de la Republica. 5. Pablo Escobar, quien financio su candidatura 
al Congreso de la Republica con dineros producto del Narcotráfico. 6. Proceso 8.000. Presidente de Colombia Ernesto Samper 
quien fue acusado de recibir financiación del cartel de Cali para su campaña presidencial. 7. En Estados Unidos. Caso 





       En otros términos, éste tipo de regulaciones tienden a aplicarse a quienes reciben los recursos pero no 
para quienes los aportan, por ello, haciendo una revisión de las leyes marco que regulan el tema del 
financiamiento electoral con particulares, no es mucho lo que se pueda encontrar frente al control de 
dineros de los aportantes, dichas normas aplican para partidos políticos y candidatos, pero en la mayoría 
de los casos se desconoce la fuente de financiación real y la sanción para los financiadores que incumplen 
la normativa. En ultimas, se hace necesario además que el donante particular, sea o no contratista del 
Estado, sea haga responsable por la entrega de los recursos hacia la campaña y hacer público el monto de 
los mismos, así como su origen. 
       Es importante señalar entonces, que tal y como está diseñado actualmente el sistema, ninguna 
autoridad electoral tiene la posibilidad de regular y controlar el ingreso real de los recursos tanto del 
candidato como de los financiadores de campañas electorales. El CNE en especial, ha avanzado con 
tecnología y el software destinado para ello, el cual resulta insuficiente, más aún cuando no sea hace un 
rastreo de los dineros y no se  ejerce un control que puede ser incluso preventivo, controles que no resultan 
efectivos más aún cuando no existe desconcentración administrativa del CNE a nivel territorial. 
      Pudiéndose afirmar que no es la financiación privada de campañas electorales la que, per se, genera 
dinámicas corruptas, siendo en otrora, la falta de control o control deficiente al financiamiento de esas 
campañas las que generan mayores índices de corrupción. 
       Resulta imperioso entonces, encontrar un balance en el origen de esos aportes privados que incluso 
son utilizados aun cuando las campañas son financiadas con recursos públicos, en primera medida para 
establecer límites, en segunda medida para controlarlos y vigilarlos desde el primer instante de apertura 
de las campañas, y en tercera medida, para fortalecer los órganos competentes para ello con el fin de no 
alterar la democracia y la igualdad entre los candidatos.   
 
iii. Incidencia de contratistas que actuaron como financiadores de campañas electorales en la 
toma de decisiones dentro de las entidades estatales. 
 
          Según CASAS & ZOVATTO, en sus apuntes sobre la regulación del financiamiento político en 
América Latina en el año2013; han sostenido que “Otro riesgo evidente de la financiación privada se  
encuentra en el acceso que tienen actores privados que dependen de la contratación estatal, a tomadores 
de decisiones dentro del Estado, puesto que mediante el aporte a campañas pueden ejercer presión para 
la adjudicación de contratos o la entrega de prebendas para poder seguir con sus labores31”. 
         Ésta posición ha tenido su asiento en la teoría en la cual, cuando un particular de manera privada 
financia la campaña política de su candidato y logra que éste sea elegido, se establece una relación de 
agradecimiento y compromiso por parte del candidato electo que, al haber evadido los controles y el 
software correspondiente que da cuenta de los ingresos y gastos, empieza a generar escenarios con el fin 
de compensar el interés del privado que lo financió, agradecimientos que pueden llegar a ser cuotas 
burocráticas, contratos estatales, preferencias o exenciones tributarias, entre otras prebendas. 
                                                             
31 CASAS, K. y ZOVATTO, D. “Para llegar a tiempo: Apuntes sobre la regulación del financiamiento político en América 
Latina”. En Memorias del II Congreso Iberoamericano de Derecho Electoral 2011. Bogotá D.C. Colombia. Pág. 189 a 227. 





         La anterior situación, la han descrito GARAY, ALBARÁN, LEÓN-BETRÁN & GUERRERO, en 
su investigación, y que la han calificado como la captura del Estado32, en el entendido que “Es una especie 
de corrupción económica a gran escala en la que agentes privados influyen en la formulación de leyes, 
normas, decretos, regulaciones y políticas públicas, en la búsqueda de favorecer sus propios intereses 
egoístas y en detrimento del bienestar general. En este sentido, como las leyes son de aplicación 
permanente, sus retribuciones podrán ser permanentes y a largo plazo”.  
      El dinero situado por algunos actores de la contratación en campañas electorales, en ocasiones no es 
un canal legítimo en la competencia. Este financiamiento espurio focalizado en la contratación estatal 
genera problemas cuando como contraprestación de su inversión, es canjeado por decisiones o 
compromisos que no son tomados plenamente por los ordenadores del gasto o  candidatos electos, sino 
que son permeadas, forzadas o inducidas por contratistas o particulares financiadores. 
          Según EVERTSSON en un estudio adelantado en el año 2008 y citado en la investigación aludida 
en líneas anteriores elaborada por Transparencia por Colombia33, “Es posible hablar de corrupción 
política en el financiamiento de campañas, cuando el financiador privado busca lograr objetivos 
determinados, los cuales sólo son posibles otorgando dinero a líderes políticos a través de la maquinaria 
del candidato. Generalmente ese objetivo consiste en una recompensa por parte del candidato si resulta 
elegido. Estas contribuciones son asimilables al soborno, puesto que se constituyen en una especie de 
regalo interesado, dado que genera obligaciones implícitas para la parte que lo recibe”. 
         Éste tipo de financiación privada con los débiles controles que se poseen,  abre una amplio abanico 
de factores de riesgo que permean tanto la actividad electoral como la actividad contractual, de una parte 
los donantes y de otra, los que la reciben pero que posteriormente deben sucumbir a las exigencias de 
quien realizo los aportes, en cuanto a dirección o norte de la entidad a la que aspiró y que puedan 
comprometer el interés público; o como lo llaman CASAS & ZOVATTO34, “privatizar la toma de 
decisiones por parte de los funcionarios”, lo que depende, entre otros factores, de la cuantía de las 
contribuciones, de la transparencia con que se manejen y del grado de discrecionalidad con que se operen 
quienes toman las decisiones”. 
          Recapitulando y teniendo como base las líneas de argumento acá expuestas en relación a la 
financiación de los privados y contratistas de campañas electorales, se deja una reflexión sobre el riesgo 
latente de que los financiadores una vez se posesione el candidato, tomen decisiones dentro del Estado, 
pudiendo desencadenar el detrimento del interés público con el fin de atender beneficios particulares,  por 
lo que se hace necesario un balance equilibrado en los aportes y controles, con el fin de evitar que grandes 
aportantes ejerzan presión  sobre los funcionarios públicos, y orientar la acción del Estado, hacia sus 
preferencias y favorecimientos. 
                                                             
32 GARAY, Jl. SALCEDO-ALBARAN, E. LEON-BELTRAN & GUERRERO, B. “La captura y reconfiguración cooptada 
del Estado Colombiano”. Bogotá D.C. Fundación Método, Avina y Transparencia por Colombia. 2008. ISBN: 978-958-98142-
3-9. 
33 TRANSPARENCIA POR COLOMBIA. “Análisis de la financiación de las campañas legislativas en Colombia en 2014”. 
Ob. Cit. P-11. 
34 CASAS, K. y ZOVATTO, D. “Para llegar a tiempo: Apuntes sobre la regulación del financiamiento político en América 





          Se hace pues inexcusable e imperioso, propender por la creación de controles más efectivos, cerrar 
brechas, incluir tecnología, y consolidar herramientas que hagan visible los aportes tanto en su origen 
como en el monto, para evitar el conflicto de intereses entre el contratista que financia y el candidato 
electo, a fin de que quien tome las decisiones en la administración, lo haga libre de todo apremio y 











































IV. PROPUESTAS DE MODERNIZACIÓN DEL MODELO ACTUAL DE 
FINANCIACIÓN PRIVADA DE CAMPAÑAS ELECTORALES POR PARTE DE 
FUTUROS CONTRATISTAS A CANDIDATOS DE ELECCIÓN POPULAR  
 
 
La financiación privada de los partidos, se originó en los esquemas liberales burgueses naciendo de 
los partidos cuadro o de notables compuestos por individuos con significativa capacidad económica, estos 
partidos se mantenían con los recursos propios de sus miembros35. En el inicio del siglo XX los partidos 
políticos burgueses (notables y cuadros) no necesitaban recursos del Estado, lo que sí ocurría con los 
partidos socialistas, en esa época el modelo era la autofinanciación de los mismos, sin la presencia de 
recursos públicos. En la actualidad, son conocidas las consecuencias de un modelo puramente privado, 
aunque no es muy común encontrarse36. 
 
La financiación privada de los partidos políticos, consiste en que los mismos deben obtener sus propios 
ingresos a partir de diversas fuentes de recursos privados, sean propias o ajenas. La conveniencia de una 
mayor o menor presencia de financiación privada en un sistema siempre ha sido una cuestión bien 
problemática. Existe una tendencia vigente según la cual cuando los recursos son escasos y los gastos 
electorales no disminuyen, los partidos recurren a entes privados para promover sus campañas. 
 
Se considera además por algunos autores, que la financiación privada es más eficaz contra la 
corrupción, ya que obliga a los partidos políticos a cuidar de su credibilidad ante el electorado, y a que 
realicen una mejor gestión de los recursos37. Afirman además que es el modelo de financiación que 
realmente corresponde con la naturaleza predominante jurídico-privada de dichas organizaciones en el 
ordenamiento jurídico de diversos países, como Brasil y España38.  Y sostienen además, que es una forma 
de participación política, toda vez que fomenta la relación de confianza entre los partidos y los ciudadanos 
del común, incentiva el trabajo mancomunado de las organizaciones locales y territoriales y fomenta la 
democracia interna y la transferencia de recursos no solo en campañas electorales. 
 
Tal como lo sostienen los profesores CASAS & ZOVATTO, en su obra del año 2013, y traídos a 
colación por Transparencia por Colombia, “Si bien la democracia no tiene precio, si tiene un costo de 
funcionamiento39”. 
 
                                                             
35 SANTANO, Ana Claudia. “Partidos políticos, campañas electorales y mecanismos de financiación en el derecho 
comparado”. Universidad de Salamanca, España. Revista de Derecho Público. Vol. 82. 1º Sem. 2015. Páginas 275 a 296. Visto 
en: file:///C:/Users/Usuario/Downloads/37290-1-128377-1-10-20150915.pdff Pág. 279. 
36 Datos del International IDEA muestran que solamente 33,3% de 180 países del mundo no cuentan con ninguna medida de 
financiación pública, lo que equivale decir que en dichos países el sistema de financiación es puramente privado, como en 
algunos países de África  Sur de Asia. Visto en: http://www.idea.int/political-finance/question.  
37 Sin embargo, para esto, debe haber medidas de transparencia y publicidad en la rendición de cuentas tanto de los partidos 
como de los candidatos en toda campaña electoral, para que sea conocida por la comunidad y sea objeto de reproche social. 
Tal cual es el caso del sistema Brasilero. 
38 SANTANO. Ana Claudia. “Partidos políticos, campañas electorales y mecanismos de financiación en el derecho 
comparado”. Ob. Cit. Citando a Castillo (1994) y Ariño Ortíz (2009). P. 7.  
39TRANSPARENCIA POR COLOMBIA. “Análisis de la financiación de las campañas legislativas en Colombia en 2014”. 





A su turno el Ex - Registrador Nacional del Estado Civil de Colombia sostuvo: “El costo creciente de 
las campañas ha significado que la incidencia del dinero sea determinante. Hizo carrera la frase según 
la cual no hay campañas derrotadas sino campañas a las que se les agoto el dinero40”. 
 
Mientras tanto, el profesor JOSE GIL CASTELLANO, en su ensayo y frente a la financiación 
netamente pública en la financiación de partidos en España sostuvo: “Llegados a éste punto, se han 
elevado numerosas voces desde  distintos ámbitos que claman contra la sangría económica del gasto de 
los partidos, y abogan por la desaparición de la base legítimamente de tal financiación pública que no 
ha evitado la financiación opaca y la corrupción41”. 
 
Finalmente, como todo modelo “puro”, la financiación netamente privada podrá generar problemas si 
no es objeto de reproche por parte de la comunidad, razón por la cual es fundamental la transparencia en 
la rendición de las cuentas, cuyo alcance debe incluir a los contratistas financiadores de campañas 
electorales.   
 
Es claro que hoy, como lo afirma la profesora ANA CLAUDIA SANTANO42 en su obra y 
parafraseando a NASSMACHER, que “frente a la relación de los partidos políticos y las campañas 
electorales con el dinero, aparte de ser necesaria, es evidente”. “No puede haber democracia sin partidos, 
y no puede haber partidos sin los recursos necesarios para mantenerlos”. Todos los procesos electorales 
tienen un costo.   
     
En la financiación de campañas electorales en Colombia y a nivel territorial en especial, su 
probabilidad de éxito es directamente proporcional a la capacidad económica del candidato. 
 
En el país, existen dos regímenes diferentes de financiación electoral: uno que aplica a las campañas 
presidenciales y otro que aplica a las demás campañas, es decir, a las corporaciones públicas, 
gobernaciones y alcaldías. En términos generales como lo afirma el profesor JOSE RAFAEL ESPINOSA, 
mientras que el régimen de las campañas presidenciales es preponderantemente estatal, el de las campañas 
para elegir autoridades y miembros de corporación territoriales es mixto, y con un fuerte énfasis en la 
financiación privada43. 
  
                                                             
40 SÁNCHEZ TORRES, Carlos Ariel. “La financiación de la actividad política. Elecciones autoridades locales 2011” 
Registraduría Nacional del Estado Civil. Electoral. Oficina de Comunicaciones y Prensa. En www.registraduria.gov.co   
41 GIL CASTELLANO, José. “La financiación de los partidos políticos: el Estado es la cuestión”. Universidad de Valencia 
(España). 2001. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/623921.pdf  
42 SANTANO. Ana Claudia. “Partidos políticos, campañas electorales y mecanismos de financiación en el derecho 
comparado”. Ob. Cit. P. 3. Trayendo a colación a NASSMACHER, donde apunta a tres criterios para la competición entre los 
partidos, siendo el primero la organización; el segundo el trabajo voluntario; y el tercero el dinero. Todos están muy conectados, 
porque para tener una buena organización, es necesario un trabajo voluntario; y la cantidad de trabajo voluntario dependerá del 
nivel de integración del partido con la sociedad. Para aumentar y maximizar todo esto, hay que organizar meetings, eventos, 
etc., lo que requiere dinero. El dinero es obviamente indispensable en casi todas las actividades del partido, desde la selección 
de los candidatos y las estructuras permanentes de sus sedes, como para la campaña electoral en sí, una vez que los gastos con 
los medios serán mayores. 
43 ESPINOSA, José Rafael. “Apuntes para una reforma a la financiación electoral en Colombia”. Aportes para la construcción 
de la Paz. Netherlands Institute For Multiparty Democracy. Organización de los Estados Americanos. PNUD. Primera Edición. 







Varios son los factores que indiscriminadamente han aumentado los costos de las campañas políticas 
en Colombia; para el profesor FERNANDO CEPEDA ULLOA44, dicha financiación tiene varias causas 
entre los cuales tenemos: i. El debilitamiento de los partidos políticos. ii. El surgimiento de partidos 
“personales”. iii. La creación de la circunscripción nacional a partir de la Constitución de 1991 para la 
elección de senadores, lo cual obliga a ser campaña en varios departamentos y iv. El exagerado aumento 
en los costos de los medios de comunicación y de la utilización de la moderna tecnología. 
 
Dichos factores, obligan a que los candidatos reúnan enormes sumas de dinero, lo que  conlleva a que 
en ocasiones, políticos no éticos hagan pactos entre otros con: grupos al margen de la Ley, empresarios, 
crimen organizado, contratistas entre otros, personas de la ilegalidad y personas que actúan dentro del 
marco de la Ley pero que no respetan los topes, inclusive.  
 
A raíz de que los recursos son escasos, los peculios de particulares y en especial de personas que se 
mueven en el tema de la contratación estatal, se vuelven una opción para la construcción de una campaña 
que pretende ser la ganadora. En palabras del profesor de la Universidad Externado de Colombia, 
CARLOS EDUARDO GECHEM, la política es una actividad extremadamente cara en todos los países 
del mundo45. 
 
          Como lo sostienen JUAN FERNANDO LONDOÑO y DANIEL ZOVATTO en su ensayo de 
financiamiento de los partidos políticos en América Latina46, “Los problemas del financiamiento político 
en la región no parecen derivarse de una falta de regulación, sino de la incapacidad para hacer cumplir 
las normativas”. 
 
          En este punto, es menester tener en cuenta, que no en todos los casos las donaciones o aportes de 
particulares o privados necesariamente se hacen con el objetivo de esperar algo a cambio. En muchos de 
los casos, éste tipo de contribución o colaboración se realiza por la cercanía o proximidad que se tiene con 
la persona, para el caso en mención, por los contratistas que pretender ayudar económicamente a un 
candidato o porque comparten afinidad en su proyecto de Gobierno. 
 
          Así las cosas, no compartimos la posición de la Corte Constitucional,  cuando prohíbe que personas 
jurídicas del ordenamiento colombiano, no puedan realizar aportes a campañas políticas47 en razón a su 





                                                             
44 CEPEDA ULLOA, Fernando. “Narcotráfico, financiación política y corrupción”. Ob. Cit. Pág. 95. 
45 GECHEM SARMIENTO, Carlos Eduardo. “Los partidos políticos en Colombia. Entre la realidad y la ficción”. Revista 
Derecho del Estado No. 23. Diciembre de 2009. Universidad Externado de Colombia. Visto en: 
file:///C:/Users/Usuario/Downloads/470-Te xto%20del%20art%C3%ADculo-1501-1-10-20100915.pdf, P. 137. 
46 IDEA (INTERNATIONAL). INSTITUTO INTERNACIONAL PARA LA DEMOCRACIA Y LA ASISTENCIA 
ELECTORAL, TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. “El financiamiento de los 
partidos políticos y las campañas electorales”. Manual sobre financiamiento político. Ob. Cit. P.169. 
47 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1153 de 2005. Declaro inexequible las contribuciones de personas jurídicas a 
las campañas presidenciales, luego de examinar dicha posibilidad que consagraba el artículo 14 del proyecto de Ley Estatutaria 





          Por ejemplo, según como lo sostiene ENRIQUE GARCÍA VIÑUELA, en su ensayo denominado 
LA REGULACIÓN DEL DINERO POLÍTICO, “Las contribuciones a las campañas electorales no 
deberían considerarse, por tanto, como el precio que se paga por la influencia política. Podrían 
interpretarse más bien, en expresión de Milyo, Primo y Groseclose (2000), como una “tasa de entrada” 
que facilita el acceso de los grupos de interés a la legislatura48”. 
 
Para este autor, los efectos del dinero en la política no son bien conocidos. Manifiesta que los 
medios de comunicación tienden a exagerar, la mayoría de los trabajos son empíricos y no muestran la 
realidad probada, por lo que sostiene que “Hay que tener presente que los procedimientos usados no 
incorporan la totalidad de los gastos políticos ni una parte de los medios por los que los legisladores 
pueden satisfacer las demandas de los grupos de presión. Por lo general investigan la relación entre las 
aportaciones a la campaña electoral de los representantes políticos y los aspectos más visibles de la 
conducta de éstos, por lo que tienden a subestimar la influencia del dinero49”. 
 
Mientras tanto para DE LA CALLE LOMBANA, “La financiación de los partidos y las campañas 
es un elemento central para la vida democrática. La relación entre el dinero y política es necesaria. De 
hecho, el gasto que se haga en este campo corresponde realmente a una inversión en cuanto a la 
sostenibilidad de la democracia y la gobernabilidad”50.  
 
Parafraseando a ANA CLAUDIA SANTANO en su artículo “Partidos políticos, campañas 
electorales y mecanismos de financiación en el derecho comparado”, tenemos que “De ésta manera, lo 
que se intentará demostrar es que los modelos puros no son recomendables si realmente se quiere 
alcanzar niveles saludables al sistema político, y que el punto de equilibrio de un modelo mixto es un 
fuerte reto, aunque inevitable51”.  
 
Sin embargo para quien escribe éste artículo, lo que se pretende es ampliar los topes de la 
financiación privada pero controlada y vigilada, en especial por los actores de la contratación en Colombia 
quienes son los mayores aportantes dentro de cada una de sus jurisdicciones.  
 
En consecuencia, se hace necesario plantear en el presente trabajo, algunas ideas que en principio, 
sean útiles para el estudio de la materia, y en la cual se pretende establecer la modernización del modelo 
actual de financiación, el cual se caracteriza por ser preponderantemente público, y en cambio, forzar el 
ideario de la financiación privada de campañas por particulares que para el caso en mención se refieran a 
contratistas del Estado sobre el candidato electo y una vez posesionado, sea viable bajo ciertos aspectos 
de control y seguimiento, la contratación con sus financiadores. 
 
    Entre algunas de las proposiciones objeto de éste trabajo para modernizar el modelo actual de 
financiación privada de campañas por parte de particulares que pueden llegar a ser contratistas del 
candidato electo, tenemos que considerar entre otras las siguientes.  
 
                                                             
48 GARCÍA VIÑUELA, Enrique. “La regulación del dinero político”. Universidad Complutense de Madrid. REIS. 118/07. 
Páginas 65-95. 
49 Ibíd. Pág. 77. 
50 DE LA CALLE LOMBANA, Humberto. “La relevancia de la transparencia en la rendición de cuentas, y sus efectos sobre 
la legitimidad de los partidos políticos”, visto en: Revista Derecho Electoral. Tribunal Supremo de Elecciones de la República 
de Costa Rica. No. 11. Primer Semestre 2011. ISSN: 1659-2069. Página 13. 





i. Creación de una herramienta tecnológica. Innovación en otros países de América y Europa.  
 
Son muchos los actores a nivel nacional que preocupados por el tema de la financiación de campañas 
privadas y la contratación estatal, han dedicado varias horas al estudio de fórmulas con el objeto de 
investigar las posibles soluciones para que el tema no recaiga siempre en prohibiciones. 
 
Hoy en Colombia, algunas organizaciones privadas y públicas han adelantado estudios con el fin 
proponer ideas para evidenciar los posibles riesgos que asociados con la contratación, son el punto de 
encuentro intelectual con el fin de que a través de la educación, del conocimiento y del control social, se 
haga un análisis cuyo objetivo sea el de crear herramientas para que la transparencia en los procesos de 
selección sea efectiva. 
 
Tal es el caso de Transparencia por Colombia, Datasketch, la Corporación Somos Más y el Centro de 
Innovación Pública Digital del Ministerio de las Tic´s, quienes en un documento denominado 
“Financiación de campañas electorales y riesgos de corrupción en la Contratación Pública52” han relatado 
algunas pautas de lo que puede ser la creación de una plataforma que cruce datos con el fin de conocer de 
primera mano quien financia y el rastreo de dineros hacia los candidatos, estudio que utilizamos como 
apoyo para la presente investigación.  
 
A continuación, y dentro de las propuestas a realizar, es conveniente enlazar la actualidad tecnología 
al campo del derecho, y porque no, pensar en la creación de una herramienta tecnológica al alcance de 
muchos para lograr tres objetivos, el primero, alimentar la base de datos que debe llevar el CNE en cuanto 
a los aportes de los financiadores; el segundo conocer el tipo de financiamiento y origen de los recursos 
por parte de particulares y el tercero, publicitar el perfil del candidato que con posterioridad llegará a ser 
el ordenador del gasto y director de la actividad contractual, junto con los aportantes que hacen parte de 
sus campaña. 
 
En efecto, dentro de la actividad contractual y electoral, la oportunidad de utilizar las TIC´s se hace 
necesaria con el fin de viabilizar los intereses que podrían tener los financiadores  de las campañas sobre 
los planes de Gobierno de los candidatos que están financiando, y en tiempo real, lanzar alertas tempranas 
sobre posibles conflictos de interés que puedan afectar los procesos de selección o contractuales de los 
ordenadores del gasto.   
 
Así, en países de Latinoamérica, Centro América y Europa, han avanzado en éste tema novedoso, 
correspondiente a las experiencias que han tenido con plataformas tecnológicas que buscan relacionar la 
adjudicación de contratos públicos con los posibles financiadores del candidato electo. 
 
Tal es el caso ge Guatemala en la cual se encuentra el aplicativo denominado 
OJOCONMIPISTO.COM53 el cual tiene como objetivo conocer los ingresos y egresos de cada una de las 
municipalidades y así fiscalizar el gasto de las comunas. Éste es un proyecto periodístico que promueve 
la transparencia y la lucha contra la corrupción, fiscalizando los Gobiernos y fomentando la participación 
ciudadana.  
                                                             
52 TRANSPARENCIA POR COLOMBIA, DATASKETCH, CORPORACIÓN SOMOS MÁS, CENTRO DE INNOVACIÓN 
PÚBLICA DIGITAL - MINTIC. “Financiación de campañas electorales y riesgos de corrupción en la contratación pública”. 
Bogotá D.C. Septiembre 03 de 2018.  





En Perú en cambio, las aplicaciones desarrolladas y denominadas FONDOS DE PAPEL54 y DINERO 
LEAKS55 hace el análisis histórico de más de 370 organizaciones políticas y revela las relaciones de sus 
aportantes con diferentes casos del crimen organizado, narcotráfico y corrupción. Dicha aplicación busca 
fiscalizar el financiamiento privado de los partidos y el ingreso de dinero ilícito por medio del cruce de 
información de bases de datos. Los usuarios que tienen acceso y alimentan el sistema son ciudadanos, 
medios de comunicación, periodistas, entidades de control y activistas digitales. 
 
Mientras tanto en Uruguay, crearon la aplicación llamada FINANCIAMIENTO ELECCIONES56 
conformada por un grupo de trabajo de la Universidad Católica de Uruguay asociada con ONG´s y 
programas periodísticos la cual analiza y procesa  información proveniente de las declaraciones de 
ingresos y gastos de los partidos para las elecciones. Lo interesante es que la aplicación muestra el mapa 
de relaciones de partidos con personas y organizaciones así como la lista de financiadores para su 
seguimiento. Los usuarios que alimentan la base de datos son ciudadanos, periodistas, entidades de control 
y activistas digitales. 
 
En México la aplicación se denominada DINERO BAJO LA MESA57  y fue creada para hacer frente 
a la corrupción y a la impunidad. El objetivo es analizar el financiamiento y el gasto ilegal a las campañas 
en México. Cruza datos de campañas con casos y noticias sobre dineros ilícitos. Otra aplicación que tienen 
en el Estado Mexicano se denominada TORRE DE CONTROL58, la cual investiga y explora los contratos 
del nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y los gastos exorbitantes relacionados con el 
mismo y sus malas prácticas en la adjudicación de los mismos. 
 
España no se queda atrás. Existe la aplicación QUIEN MANDA (CIVIO)59, y muestra el mapa del 
poder público-Privado en España y sus vínculos. Regula el Lobby y las agendas de trabajo de los cargos 
públicos. Los usuarios que pueden acceder a la aplicación son periodistas investigativos y lobistas. Otra 
aplicación utilizada en ese país es la denominada QUIEN COBRA LA OBRA (CIVIO), la cual muestra 
un mapa de la contratación de obra pública en España celebrados entre 2009 y 2015, creando una 
estructura que permite tratarlos y compararlos; en ella se evidencio el total de obras por constructora. Los 
usuarios son Investigadores y activistas digitales. Finalmente se encuentra el portal denominado 
LABORATORIO DE INNOVACIÓN EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA60, la cual pretender definir 
un modelo de contratación más transparente y orientada a la prevención de la corrupción. Los usuarios 
son: Empresas Licitatorias y ciudadanos con interés en la contratación.    
 
Finalmente, en Argentina fue creada la aplicación DINERO Y POLITICA-PODER CIUDADANO61, 
la cual se constituye como la primera rendición de cuentas ante los ciudadanos, facilita el acceso a la 
rendición de cuentas presentadas por los partidos y las alianzas electorales, en esa aplicación se muestra 
la relación de aportes a campañas entre aportantes y candidatos según cada corporación pública.  
 
                                                             
54 www.fondosdepapel.ojo-publico.com  
55 www.saladelpoder.ojo-publico.com/  
56 www.finpol.github.io/  
57 www.dinerobajolamesa.org/comunicado/  
58 www.Torredecontrol.projectpoder.org#slide-1  
59 www.civio.es/quien-manda/  
60 www.civio.es/laboratorio-de-innovacion-en-la-contratacion-publica/  





Visto este panorama, consideramos que es viable la creación e implementación de una herramienta 
tecnológica mucho más amplia, más académica y más profunda que junto al aplicativo cuentas claras o el 
que haga sus veces y que en la actualidad es administrado por el Consejo Nacional Electoral, puedan ser 
consultados en tiempo real con datos precisos.  
 
Del análisis de las experiencias internacionales, se puede observar que, es viable una plataforma 
tecnología que deba ser actualizada de manera permanente por particulares y por los órganos de control y 
de las investigaciones de fuentes periodísticas, pues la información obtenida de manera manual no permite 
tabulaciones ni enlaces con entidades en las que deben estar incluidas la Dian, Cámara de Comercio 
(RUES y RUP) y Colombia Compra Eficiente –CCE- a través del SECOP. 
 
Dentro de nuestra propuesta, la creación de dicha herramienta  actuaría en pro de la vigilancia de la 
financiación de campañas electorales, y consideramos que los actores fundamentales sin los cuales no 
puede existir son: candidatos a cargos de elección popular (incluyendo familiares y amigos), ciudadanos 
(personas jurídicas o naturales), contratistas, funcionarios públicos y entidades, Grupos de investigación, 
ONG´s, medios de comunicación, activistas digitales, universidades y Academia, Dian, CCE-SECOP, 
Cámara de Comercio, CNE, Registraduría Nacional y órganos de control (Antecedentes), cuyos papeles 
deben ser observar, verificar, alertar, controlar y actuar. 
 
Con estos actores y a través de la aplicación tecnológica se pretende: i) Visibilizar los contratistas que 
han aportado a campañas políticas y viceversa. ii) Facilitar los datos y la caracterización del candidato y 
del financiador a partir del cruce de información. iii). Cruce de datos entre el aplicativo y el SECOP para 
lanzar alertas tempranas sobre posibles riesgos de corrupción y/o inhabilidades al contratar. iv)  Evidenciar 
relaciones entre financiadores y candidatos. v) Integrar bases de datos de relación del candidato, amigos 
o familiares con los funcionarios públicos que intervienen en la actividad contractual con el fin de 
evidenciar la capacidad financiera de los aportantes inclusive. 
 
Esta propuesta de creación de una herramienta tecnológica para el control y seguimiento de aportes en 
tiempo real, tanto de contratistas particulares  como de candidatos y aspirantes a cargos de elección 
popular a nivel nacional o territorial, es una propuesta que por supuesto debe ser sometida a las críticas 
públicas, éste ejercicio más que ser académico, será un aporte intelectual para los estudiosos del tema. 
 
 
ii. La financiación privada de campañas electorales por parte de Contratistas del Estado, no 
presume en todo momento, prácticas corruptas para el logro de la elección del candidato.  
 
 
Como lo afirma SANCHEZ TORRES62 frente a las teorías de la concepción sobre la financiación, esta 
cambia según el tipo de Estado existente; Así, en los Estados totalitarios se concibe a los partidos como 
agentes del Gobierno y por lo tanto la financiación es netamente estatal. En la vieja concepción del Estado 
liberal, los partidos se conciben como agentes únicamente de la sociedad, y la financiación es privada en 
su totalidad. 
 
Por otro lado, y teniendo de presente que la financiación privada nace como consecuencia de los 
Estados Liberales, se propone desmitificar que éste tipo de  financiación realizada por particulares 
                                                             





contratistas del Estado, sea en toda ocasión, una manipulación de lo público en favor de lo privado, o 
como lo denominan GROSSMAN & HELPMAN citados por el texto elaborado por la MOE, 
“Democracias Empeñadas” 63, sea este fenómeno el de “comprar acceso político”.  
 
Precisamente frente a este tema, el principio de transparencia en materia laboral apunta al 
establecimiento de instrumentos encaminados a determinar con precisión el origen, la destinación, al igual 
que el monto de los recursos económicos que soportan una determinada campaña electoral. Así lo sostuvo 
la Honorable Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad C-141 de 2010 donde manifestó: 
“En efecto, no se entendería que las campañas que apuntan a que el pueblo se manifieste por una 
determinada opción política, fuesen ajenas a los postulados de la transparencia, es decir, que pudiesen 
ser financiadas con toda suerte de recursos, sin importar sus orígenes licito o ilícito, ni tampoco sus 
montos64” 
 
    Si bien, se corren riesgos con los financiadores  de campañas eminentemente privados, esto no es 
óbice  para que se amplíe y de alguna manera se “legalice” y “controle” la financiación y aportes de los 
contratistas a los posibles candidatos, sin que se piense que en todo momento se pretenda actuar en 
detrimento de lo público, o se procure el retorno de la inversión como consecuencia de los aportes 
realizados, aportes que deben provenir de actividades lícitas de empresarios ya sean personas naturales o 
jurídicas, y que se dedican dentro del giro ordinario de  sus negocios, a contratar con el Estado. 
 
          Las investigaciones adelantadas por organismos independientes como la MOE, han analizado el 
impacto de las donaciones privadas en la contratación estatal, sosteniendo que “Los que financian esperan 
algo a cambio y tienen más probabilidad de ganar contratos públicos que aquellos que no hacen 
donaciones”65. Esto desde nuestro punto de vista no es tan cierto, ni tampoco tan grave como lo pretende 
hacer ver. 
 
          Los ensayos adelantados no han analizado ni se han detenido a estudiar el fenómeno contrario; 
revisar las cifras de quienes no han aportado a las campañas, pero que han obtenido constantes contratos 
como consecuencia de la participación de la contratación de las entidades auditadas. 
 
          Eso lo que conlleva es a que en principio y de buena fe, se debe desmitificar que toda financiación 
privada de contratistas a candidatos y que posteriormente puedan ser electos, se espere siempre una 
contraprestación económica a quien financia, a partir de la suscripción de contratos con las entidades 
públicas.  
 
En razón a ello, no debe ser aceptada una ilimitada u obscura donación o contribución privada a 
una campaña, esta debe ser verdaderamente controlada y vigilada por los organismos correspondientes, 
dicha financiación no debería, en principio, limitar el acceso en los procesos de selección de la 
administración pública al contratista financiador, quien deberá hacer públicas sus donaciones y 
                                                             
63 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL (MOE). Democracias Empeñadas. De financiadores privados a contratistas 
públicos. Bogotá D.C. Colombia. Noviembre de 2018. Colección 2018. Disponible en https://moe.org.co/wp-
content/uploads/2018/11/Democracias-Empe%C3%B1adas_Digital-1.pdf  
64 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-141 de 2010. M.P. Humberto Sierra Porto. Bogotá, D.C. 26 de febrero de 2010. 
En la cual se adelanta el proceso de revisión constitucional de la Ley 1354 de 2009 “Por medio de la cual se convoca a un 
referendo constitucional y se somete a consideración del pueblo un proyecto de reforma constitucional”, la cual fue inexequible. 
65 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL (MOE). Democracias Empeñadas. De financiadores privados a contratistas 





contribuciones con el fin de que sean inspeccionadas o auditadas, y participe en igualdad de condiciones 
con los demás oferentes, hayan sido o no financiadores de la campaña de la entidad en la que oferta, o de 
otras campañas.    
 
          Ahora bien, se debe pensar pues, en que si los dineros aportados por los candidatos y sus familiares, 
así como los recursos privados en las elecciones representan el 80% como lo argumenta la MOE en el año 
2018, en su estudio de las elecciones locales de 201566, lo que hay que reevaluar es si el impacto de la 
financiación privada es mucho mayor que la pública, o en su defecto, si ésta es la que mayor 
preponderancia tiene en el ámbito jurídico electoral, lo cual debería suponer más control y rastreo;  
¿Porque no pensar entonces, en ampliar los topes de la financiación privada, permitirla, controlarla, y 
evitar que a la financiación mayoritariamente pública le hagan quites para evadirla? Eso sin duda son 
algunos de los aspectos que deben quedar como hipótesis a desarrollar. 
 
         De ahí la importancia de formar ésta discusión, pues sin ánimo de encasillar en éstos aspectos a la 
financiación privada, se hace necesario establecer que la financiación preponderantemente pública no ha 
solucionado los problemas de corrupción tales como usar cargos públicos para beneficios personales, 
descuidos o falta de vigilancia en la ejecución de los contratos, alianzas con grupos ilegales, captación 
masiva de contratos, presuntos sobrecostos, entre otros; aspectos que se critican por los sectores que no 
gustan de la financiación privada pero que son evidentes en la financiación con recursos públicos, en uno 
y otro caso, el tema no es de financiación, es de estructura central de todo el sistema y obviamente de la 
falta de ejecución de los controles creados. 
 
 
iii. ¿Se debe prohibir la contratación con el Estado a contratistas que actuaron como 
financiadores de una campaña electoral del candidato que resultó electo? ¿Cómo establecer 
controles efectivos en la actividad contractual del Estado con relación a la participación de 
contratistas que actúan como financiadores de campañas electorales?  
 
 
           La financiación de campañas electorales a favor de candidatos por parte de contratistas del Estado, 
es un tema que hoy aún persiste como un tabú en materia electoral. 
 
          Hoy, las directrices de la contratación pública en Colombia están a cargo de la Agencia Nacional 
de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente67, como ente rector del Sistema de Compras 
Públicas en el país a través del SECOP, el cual se encarga de impulsar políticas, normas y mejores 
prácticas en los procesos de contratación; dentro de los objetivos fijados, es que ha venido generalizando 
sus prácticas para aquellos particulares interesados que pretendan ampliar sus negocios y encontrar una 
oportunidad de contratación con el Estado Colombiano, para que lo hagan de manera transparente a través 
de las plataformas tecnológicas y virtuales destinadas para ello. 
 
                                                             
66 Ibíd. P. 15. 
67 AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Como ente rector del 
Sistema de Compra Pública y Administrador del Sistema Electrónico de Contratación Pública – SECOP-, creado a partir del 
Decreto 4170 de noviembre 03 de 2011 “Por la cual se crea la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra 





          Otro de los objetivos es el desarrollo, implementación y difusión de las políticas públicas, planes, 
programas y normas en materia de compras y contratación pública que buscan la efectividad  de la oferta 
y de la demanda en el mercado y criterios de racionalización normativa, con el fin de lograr mayor 
eficiencia, transparencia y optimización de los recursos del Estado. 
 
         Como complemento de lo anterior, Colombia Compra Eficiente –CCE- ha expedido un sin número 
de circulares externas, manuales, guías y documentos tipo, con el fin de orientar el tema en materia de 
compras públicas, tanto para las entidades públicas y ordenadores del gasto así como para cualquier tercero 
interesado que pretenda contratar con el Estado Colombiano. 
 
          Siendo así las cosas, lo que pretende Colombia Compra Eficiente –CCE- es ampliar la participación 
de oferentes, sin importar si un contratista o varios apoyaron o financiaron campañas de candidatos, menos 
ha de interesarle, si algún proponente se presenta a un proceso de selección convocado por la entidad en 
la que ha sido electo el candidato financiado por el proponente. En principio, las políticas de Estado en 
materia de contratación, los principios de transparencia publicidad y el deber de selección objetiva, deben 
propender por buscar mayor participación de interesados. 
 
         Lo que se procura con éste estudio es, abrir la discusión sobre la posibilidad de que pueda existir 
una financiación preponderantemente privada a un candidato, y que en el evento de que el mismo sea 
electo, quien financió, pueda llegar a convertirse en contratista de la entidad que su financiado dirige, 
financiación que debe ser pública y objeto de revisión por parte de los operadores administrativos que 
conocen y manejan la actividad contractual, con el único fin de que sin importar que, como y cuanto haya 
financiado, participen en igualdad de condiciones dentro de los procesos de selección convocados por la 
entidad; en todo caso, aumentando y ejerciendo los controles efectivos en dicha actividad contractual. Aun 
así es menester identificar la relación entre financiadores y funcionarios (amigos  y familiares), situación 
que puede adelantarse bajo y a través de políticas TIC´S68 o de herramientas tecnológicas como las que se 
propusieron líneas atrás en este escrito. 
 
Hoy, y a pesar de existir un robusto cuerpo normativo que regula la contratación pública en el país 
(Código Civil, Código de Comercio, Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Ley 1882 de 2017, Decreto 1082 
de 2015, Manuales de Contratación Pública, Doctrina, Jurisprudencia, Laudos arbitrales, entre otros) 
no es obligatorio ir a una fuente de consulta o base de datos para conocer si un oferente interesado ha sido 
o no financiador de campañas electorales, o si aquel ha sobrepasado los topes que lo inhabiliten para 
contratar con la misma entidad. Este concepto, no ha sido objeto de regulación por parte de Colombia 
Compra Eficiente -CCE- quien revisando toda su normatividad, no tiene dentro de sus políticas, ni 
documentos, el requisito indispensable en la evaluación de las ofertas de establecer o al menos averiguar, 
si quien realiza oferta al Estado fue financiador de campañas, esa obligación por parte de los operadores 
administrativos dentro de los procesos de selección no está regulada, razón por la cual se propone un 
software de rastreo de los contratistas del Estado vs Financiadores de campañas que pueda ser consultado 
y alimentado por cualquier interesado. 
 
 
                                                             
68 TICS´s: Corresponde a las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC´s); contemplan el conjunto de herramientas 
relacionadas con la transmisión, procesamiento y almacenamiento digitalizado de la información, como al conjunto de procesos 





La obligación que existe por parte de la entidades estatales hoy, es que el proponente cuando 
presenta propuesta, declare bajo la gravedad de juramento, que no se encuentra incurso en ninguna de las 
causales de inhabilidad determinadas por la Ley, entre las que se encuentra la del artículo 2º de la Ley 
1474 de 2011 modificada por la 1778 de 2016 artículo 33. 
 
Por ello, se propone que exista un acceso a un registro de consulta en cabeza o administrado por el 
CNE que certifique los antecedentes del proponente en materia de financiación electoral, tal y como si lo 
expiden la Contraloría General de la República en el certificado de antecedentes fiscales, Procuraduría 
General de la Nación en el certificado de antecedentes disciplinarios, o la Policía Nacional que posee un 
sistema de registro nacional de medidas correctivas –RNMC- donde se certifica los comparendos 
pendientes; con el fin de realizar  consulta obligatoria por parte de las entidades estatales para corroborar 
que el proponente cuando actúa en un proceso de selección, no se encuentre inhabilitado a nivel nacional, 
territorial o descentralizado, con el fin de que el operador jurídico de la contratación estatal  al evaluar una 
propuesta en un proceso de selección, conozca que esta persona -natural o jurídica- no podrá contratar 
con el Estado por haber superado los topes en la financiación privada de campañas.  
 
Tres aspectos pueden evidenciarse de ésta realidad, la primera, que no debe existir prohibición 
alguna de contratación con el Estado a quien ha financiado candidatos en el proceso electoral; la segunda, 
que los aportes sean de público conocimiento y de  consulta obligatoria para los servidores públicos o 
particulares que participan en la actividad contractual según una base de datos que deberá alimentar en 
línea el CNE  y la tercera; que una vez electo el candidato financiado, se ejerzan los controles efectivos 
creados ya en las leyes que regulan la contratación en Colombia, con el fin de que exista transparencia en 
los procesos de selección y se evite cualquier tipo de direccionamiento hacia una persona en especial, en 
éste caso quien financió, como contraprestación de los recursos aportados con anterioridad en su calidad 
de contratista al candidato electo y ordenadores del gasto de la entidad en la cual participan. 
 
     Así las cosas, es necesario la regulación de la  no prohibición de contratación con el Estado cuando 
se financien candidatos por parte de  particulares contratistas, en cambio, antes de prohibir, se ejerzan 
todos los controles durante toda la actividad contractual del Estado, en especial a partir de la fase 
precontractual la cual es la más propensa a riesgos de corrupción asociados a la financiación privada de 
campañas. 
 
Finalmente es necesario advertir que previo a la época electoral, y durante la campaña pueda existir el 
riesgo de negociar intereses que pueden estar traducidos en la elaboración del plan de gobierno y de los 
planes de inversión, lo que podrá contrarrestarse con la posibilidad de viabilizar  los intereses que podrían 
tener los financiadores, con el fin de emitir alertas tempranas sobre posibles conflictos de interés en la 
actividad contractual del Estado, en especial sobre los sectores con mayor asignación presupuestal el cual 
puede ser el más propenso a fraude contractual, y evitar toda clase de pliegos de condiciones denominados 
“tipo sastre”  o “a la medida del oferente”, adendas innecesarias, prorrogas atemporales, adiciones sin 














     En la pirámide de la organización electoral en Colombia, encontramos el CNE69 quien ejerce en 
principio la suprema inspección y vigilancia en materia de escrutinios y partidos políticos. 
 
          Este organismo está conformado por nueve (9) magistrados y sus decisiones se adoptan por la 
mayoría de sus integrantes, lo que busca tener un alto grado de apoyo y compromiso político para sus 
decisiones. Este CNE posee funciones sancionatorias las cuales a lo largo de su historia de creación, se 
han mostrado insipientes.  
 
Ante la debilidad actual del Consejo Nacional Electoral para investigar y sancionar las conductas 
violatorias de la Ley, ya sea cuando las campañas se financian con recursos públicos o privados, se hace  
necesario pensar en el fortalecimiento a nivel territorial del CNE o del órgano que haga sus veces, pues es 
palmario que de la totalidad de los ingresos reportados en el aplicativo cuentas claras del CNE los 
incrementos en miles de millones no han generado sino alarmas que no pasan más allá de lo mediático. 
  
          Para ilustrar ello, los abogados MANUEL JOSÉ CEPEDA Y HUMBERTO DE LA CALLE, 
hicieron un análisis de los informes de rendición de cuentas de financiación pasada de campañas 
electorales presentados ante el Consejo Nacional Electoral en la cual frente al tema del control de 
campañas sostuvieron: “Se sabe que los compromisos derivados de la financiación pueden ser retribuidos 
con favores que forman parte de un esquema más amplio de corrupción administrativa”. Y con referencia 
al desacreditado sistema de controles se expresa así: “La legislación sobre control financiero de las 
campañas ha caído en un contexto cultural bastante permisivo70”.  
 
         Para la MOE, en un estudio realizado en el año 2016 denominado “Entre reglas e incertidumbres. 
Financiación de las campañas políticas y la rendición de cuentas en Colombia71”, El CNE debe contar 
con unos óptimos niveles de desempeño en términos de celeridad, eficiencia y oportunidad, para lo cual 
debe pensarse en una modificación al artículo 120 de la Constitución Política Colombiana, si bien, debe 
                                                             
69 -CNE- Primer  organismo electoral con funciones escrutadoras creado en 1888, denominado Gran Consejo Electoral. En 
1905 el Congreso relevo al Gran Consejo de la tarea de escrutar votos y declarar la elección del presidente. El AL 1 de 1910 
revivió del Gran Consejo Electoral. En 1948 por la Ley 89 se crea la Corte Electoral. La Ley 96 de 1985 sustituyo la Corte 
Electoral por el Consejo Nacional Electoral, varió su nombre atendiendo la sugerencia del Magistrado Jorge Valencia Arango, 
quien manifestó que el vocablo Corte produce sensación de ser un organismo jurisdiccional siendo que la Corte Electoral “no 
es sino una corporación administrativa, cuyos actos están sujetos al control de la jurisdicción administrativa”. La Constitución 
Política de 1991 lo elevo a rango Constitucional en lo referente a elecciones, la organización electoral y las autoridades 
electorales. Hoy según la reforma del AL No. 01 del 3 de julio de 2003 se compone de 9 miembros elegidos por el Congreso 
de la República en pleno, para un periodo institucional de cuatro años, mediante el sistema de Cifra Repartidora, previa 
postulación de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica o por coaliciones entre ellos. Sus miembros serán 
servidores públicos de dedicación exclusiva, tendrán las mismas calidades, inhabilidades, incompatibilidades y derechos de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y podrán ser reelegidos por una sola vez. Tomado de: 
www.cne.gov.co/laentidad/reseñahistorica  
70 CEPEDA, José Manuel y DE LA CALLE, Humberto. (Directores. Revista de Derecho Público No. 9, Septiembre de 1998. 
Universidad de los Andes. Facultad de Derecho. 
71 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL (MOE). “Entre reglas e incertidumbres. Financiación de las campañas 
políticas y la rendición de cuentas en Colombia”. Bogotá D.C., Noviembre de 2016. ISBN 978-958-59221-8-1. Disponible en 





seguir siendo un organismo autónomo e independiente que hace parte de la organización electoral junto a 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, éste deberá tener a nivel territorial más presencia en regulación, 
inspección, vigilancia, control y sanción del tema electoral. Precisamente un de las causas principalmente 
aducidas es la falta de capacidad de las autoridades llamadas a hacer efectivas las disposiciones sobre 
financiación política; ello por cuanto esa normativa restrictiva, genera cada vez más acciones de control 
por parte de la institucionalidad dedicada a ello y que no es competente, dicho de otra manera, se les están 
otorgando cada vez más funciones a una institucionalidad que no tiene como cumplirlas.   
 
          La anterior propuesta de reforma se basa en que el CNE debe adaptarse  las nuevas realidades 
electorales del país que permitan mitigar las dificultades que actualmente se presentan para cumplir su 
objeto principal, esto es, la de regular, inspeccionar, vigilar, controlar y sancionar toda la actividad 
electoral de las agrupaciones políticas y sus candidatos, así como ejercer vigilancia y control de la 
organización electoral y velar por el desarrollo de los procesos electorales en condiciones de plenas 
garantías, pero con un aporte, que del nivel central se desconcentre al nivel territorial de manera 
permanente. 
 
          Como lo afirma DE LA CALLE LOMBANA, “Las notas características de un órgano de control 
deben ser la idoneidad y la independencia, el origen partidista de la mayoría de los Consejos Electorales 
no es conveniente, al menos para estas funciones de control y vigilancia., por un lado para la labores de 
preparación y administración de elecciones, se hace necesaria la presencia de voceros de los partidos, 
pero en cambio, cuando las tareas son el control de la financiación o incluso, las relacionadas con la 
justicia electoral, la independencia del órgano frente a los partidos se convierte en una necesidad72”. 
 
          La concentración en el nivel central genera que se constituyan eventos que no contribuyen a la 
prestación eficiente y oportuna de los servicios del control electoral. Por ello, y en contraste con esa 
situación, organismos tales como la Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación 
y ahora la Contraloría General de la República, tienen atribuida una competencia única, desde el nivel 
central nacional que se distribuye de forma desconcentrada a sus respectivas seccionales o regionales, lo 
que en esas entidades ha facilitado la gestión organizacional y planeación estratégica, situación que no 
ocurre en el control electoral porque el modelo propuesto es central.  
 
         Por lo anterior, creemos que, se hace necesario determinar, crear y modificar el modelo 
desconcentrado con competencias precisas para un mayor y efectivo control electoral, en especial sobre 
los recursos de financiación de las campañas electorales a nivel territorial con un reporte oportuno y bajo 
términos preclusivos y perentorios del reporte de ingresos y gastos que deben ingresar en el aplicativo y 
si los mismos provienen de contratos o subsidios estatales con el fin de conocer y controlar de primera 
mano los recursos que entran a las campañas, sus financiadores y su relación con la contratación estatal. 
 
          Ante la evidente incapacidad de los órganos electorales, en este caso el CNE, se propondrá en líneas 
siguientes, que el CNE debe tener la capacidad real para ejercer ese control, evitar la politización en la 
conformación y nombramiento de sus magistrados y poseer recursos suficientes y necesarios que 
garanticen un eficiente control libre de presiones políticas, la cual puede ser viable cuando se actúa de la 
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mano de la comunidad, demás órganos de control y cruces de información con el fin de conocer la fuente 
de los recursos. 
 Finalmente, se propone el tema de la creación de un Tribunal Electoral (Departamental y 
Municipal)  para la solución de las controversias (Hoy repartidas entre la autoridad administrativa del 
CNE -Reclamaciones electorales- y los jueces de lo Contencioso Administrativo – Acción de nulidad 
electoral-), Tribunal que debe actuar con autonomía y como rama del poder electoral independiente del 
poder público. Idea que desde 1991, como lo sostiene el profesor VANEGAS GIL, Pedro Pablo, no ha 
podido materializarse73.  
 
 
v. Ampliación de los topes de las contribuciones en dinero o en especie realizadas por 
contratistas que actúan como financiadores de campañas electorales. Reglamentar y vigilar, 
en vez de inhabilitar para contratar.  
 
        Las fuentes de financiación de campañas electorales permitidas en la actualidad corresponden a los 
recursos propios de los partidos y movimientos políticos destinados para el efecto; los aportes 
provenientes del patrimonio privado del candidato, cónyuge, compañero permanente o parientes hasta el 
cuarto grado de consanguinidad; las contribuciones, donaciones y créditos que realicen particulares; y 
créditos financieros e ingresos originados en actividades lucrativas del partido o movimiento.  
          Mientras tanto, según la normatividad expedida, la financiación privada no puede sobrepasar el 
valor de gastos que, para la respectiva campaña, aprueba el CNE con seis meses de anticipación. Las 
contribuciones y donaciones individuales de personas naturales y jurídicas nacionales no pueden ser 
superiores a 10% de dichos gastos, excepto cuando la financiación se origina en recursos propios, del 
cónyuge/compañero permanente o parientes antes indicados. En este caso, los aportes solo estarán 
limitados por el valor total de los gastos. 
Ninguna campaña puede recibir aportes de personas naturales o jurídicas extranjeras ni de 
funcionarios públicos, pero sí pueden recibirlos de los miembros de corporaciones públicas de elección 
popular. 
          En cuanto a las sanciones por violar los  topes de la financiación privada se encuentran las sanciones 
administrativas consistentes en multas, pérdida del cargo, suspensión o cancelación de la personería 
jurídica del partido o movimiento, e incluso su disolución. Asimismo, la Ley 1864 de 2017 sanciona 
penalmente la financiación de campañas con fuentes prohibidas, la violación de los topes o límites de 
gastos en campañas y la omisión de información del aportante, con penas consistentes en multas y prisión. 
Por otra parte, los funcionarios públicos que hagan aportes se harán acreedores de las correspondientes 
sanciones disciplinarias. 
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          Adicionalmente, la Ley 1778 de 2016 consagró una nueva inhabilidad para quienes financien más 
del 2,0% de la inversión permitida en campañas a Presidencia, Gobernaciones o Alcaldías, para contratar 
con la entidad para la cual fue elegido el candidato por el término en el que desempeñará el cargo. La 
inhabilidad se extiende a las personas dentro del 2° grado de consanguinidad, 2° de afinidad o 1° civil del 
financiador; y a sociedades existentes o a constituirse, distintas de las anónimas abiertas, en que el 
representante legal o sus socios hayan financiado la campaña. Los contratos de prestación de servicios 
profesionales están excluidos de esta norma.  
 
Por otra parte, la Ley 80 de 199374, denominado el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, en su artículo 8º, fue modificado por el artículo 33 de la Ley 1778 de 2016 en su 
literal k) 75 quedando de la siguiente manera: 
 
 
“ARTÍCULO 33. INHABILIDAD PARA CONTRATAR DE QUIENES FINANCIEN 
CAMPAÑAS POLÍTICAS. Modifíquese el artículo 2o de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así: 
Artículo 2o. Inhabilidad para contratar de quienes financien campañas políticas. El 
numeral 1 del artículo 8o de la Ley 80 de 1993 tendrá un nuevo literal k), el cual quedará 
así: 
1. Son inhábiles para participar en licitaciones y para celebrar contratos con las 
entidades estatales:  
(…) 
k) Las personas naturales o jurídicas que hayan financiado campañas políticas a la 
Presidencia de la República, a las gobernaciones, a las alcaldías o al Congreso de la 
República, con aportes superiores al dos por ciento (2.0%) de las sumas máximas a 
invertir por los candidatos en las campañas electorales en cada circunscripción 
electoral, quienes no podrán celebrar contratos con las entidades públicas, incluso 
descentralizadas, del respectivo nivel administrativo para el cual fue elegido el 
candidato. 
La inhabilidad se extenderá por todo el período para el cual el candidato fue elegido. 
Esta causal también operará para las personas que se encuentren dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil de la persona que ha 
financiado la campaña política. 
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Esta inhabilidad comprenderá también a las personas jurídicas en las cuales el 
representante legal, los miembros de junta directiva o cualquiera de sus socios 
controlantes hayan financiado directamente o por interpuesta persona campañas 
políticas a la Presidencia de la República, a las gobernaciones, las alcaldías o al 
Congreso de la República. 
La inhabilidad contemplada en esta norma no se aplicará respecto de los contratos de 
prestación de servicios profesionales. 
El Consejo Nacional Electoral –CNE-, así lo ratificó en concepto No. 1271 de 201476 en el cual 
recuerda la inhabilidad generada como consecuencia de hacer aportes para financiar campañas con 
entidades públicas. 
Analizando la normatividad, consideramos que ésta nueva inhabilidad incluida en el Estatuto de 
Contratación, restringe el acceso a la participación en los procesos de selección convocado por las 
entidades estatales de cualquier orden, incluso del respectivo nivel para el cual fue elegido el candidato 
financiado. Según un estudio adelantado por la MOE en el año 2010, se demostró que, Colombia se ha 
convertido en uno de los países con regímenes de financiación política más restrictivos de 
Latinoamérica77.   
La Corte Constitucional78 en el tema de inhabilidades preciso que: 
 
 “Las inhabilidades representan una limitación a la capacidad para contratar con las 
entidades del Estado y obedecen a  la falta de aptitud o a la carencia de una cualidad, 
calidad o requisito en el sujeto incapacitado quien por esta razón no podrá hacer parte 
de una relación contractual; ellas están vinculadas con los altos intereses comprendidos 
en las operaciones contractuales estatales, en cuanto imponen como exigencia que se 
lleven a cabo con arreglo a principios de imparcialidad, eficiencia, eficacia y 
transparencia”. 
 
Por su parte el Consejo de Estado79, ha manifestado frente al tema de la capacidad jurídica que: 
 
“La capacidad debe ostentarse al momento de presentar la correspondiente oferta según 
se desprende de lo preceptuado por el numeral 10 del artículo 5º de la Ley 1150 de 2007, 
al señalar que la capacidad jurídica es un requisito habilitante para participar en el 
proceso de selección, pues si contrario sensu, quien carece de capacidad jurídica no está 
habilitado para  intervenir en ese derrotero negocial, es evidente que ella debe tenerse 
al momento de realizar la propuesta para poder ser tenido en cuenta”. 
 
                                                             
76 CONSEJO NACIONAL ELECTORAL. Concepto radicado No. 1271 de 2014. Asunto: Consulta sobre financiación de 
Campañas Políticas. Magistrado Ponente: Oscar Giraldo Jiménez. Abril 22 de 2014. Visto en: 
www.relatoría.cne.gov.co/media/uploas/2014-1271.pdf   
77 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL (MOE). “Entre reglas e incertidumbres. Financiación de las campañas 
políticas y la rendición de cuentas en Colombia”. OB. Cit. 
78 CORTE CONSTITUCIONAL.C-1016 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 28 de noviembre de 2012. 





Como consecuencia de lo anterior, en materia de contratación estatal, es viable que la entidad 
pública rechace una oferta cuando el proponente se encuentre en una o varias causales de inhabilidad80, 
razón por la cual el ordenador del gasto está en plena facultad para impedir el estudio de su propuesta y 
rechazar la misma, lo anterior, bajo el argumento de la protección del interés general. 
 
Sin embargo, creemos que, ha sido nugatoria la finalidad buscada con dicha inhabilidad en razón 
a que por un lado, y por estrategia o por falta de control, ningún candidato va a registrar en la contabilidad 
de la campaña, aporte alguno que supere éste porcentaje; segundo, que de hacerlo, ninguna entidad según 
datos del SECOP, revisa o consulta página o base de datos alguna, donde se reporten las personas naturales 
o jurídicas inhabilitadas específicamente en éste tema, y tercero, que quien haya o no financiado una 
campaña ya sea  por debajo o por encima de ese 2.0%,  no debe ser una condición que afecte la capacidad 
legal para realizar una oferta, ser adjudicatario o celebrar un contrato estatal, claro está, siempre que haya 
cumplido y respetado los principios de la contratación estatal en igualdad de condiciones de los demás 
oferentes y sin tratamientos, reglas o favorecimientos como contraprestación del dinero aportado.   
 
Esta inhabilidad nos parece que no debería limitar los derechos a la igualdad y, en materia 
contractual, a la libertad de un oferente para acceder a la contratación, pues es viable garantizar el interés 
general permitiendo participar a quienes financiaron, siempre y cuando actúen en igualdad de condiciones, 
sin obscurantismos, sin pliegos acomodados, junto con los demás oferentes y porque no, permitir ser 
adjudicatario si su propuesta es conveniente para la entidad.  
 
En suma, lo que se pretende con este artículo, es, primero que el tope a la financiación no sea un 
tema de restricción sino de control el cual puede ser mejorado ampliándolo, y segundo que se permita en 
igualdad de condiciones, permitir el acceso a quien financie las campañas de manera transparente, licita 
y pública, con el fin de que si su propuesta llega a ser conveniente para la entidad, esta pueda ser 
presentada, evaluada y adjudicada en igualdad de condiciones a los demás participantes; pues imponer 
estas barreras, lo que genera es la búsqueda de hacer fraude a la Ley, maquillar los aportes y seguir en el 
camino de los procesos de selección, disfrazados de proponentes legales que buscan amañar el pliego de 
condiciones para que se pague la financiación realizada. Esto a todas luces debe empezar a cambiar.  
 
Como lo revelamos en líneas anteriores, en materia de compras y siempre que se respeten los 
principios de la contratación estatal establecidos en la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, los generales 
del CPACA, los establecidos en la Constitución Política y los generales del derecho (transparencia, 
economía, igualdad,  responsabilidad, selección objetiva, eficacia, eficiencia, buena fe, libre 
concurrencia, imparcialidad, publicidad, celeridad, moralidad, entre otros) así como las directrices de 
Colombia Compra Eficiente -CCE-, creemos que no deben existir restricciones (salvo la falta de 
capacidad legal comprobada) para acceder a la administración pública y poder ofertar cuando el objeto 
de la empresa se encuentre dentro de la órbita legal, por ello, en temas de financiamiento de campañas 
electorales no deben existir restricciones para quienes deseen participar en licitaciones o celebren 
contratos con las entidades del Estado de manera transparente y pública. 
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          Visto este panorama; es menester preguntarnos ¿En este contexto, han sido efectivos los topes a las 
contribuciones y donaciones, así como la inhabilidad para contratar cuando se financia sobrepasando 
dichos topes? En realidad, la experiencia dice que no. 
 
           La Misión de Observación Electoral (MOE) en su trabajo denominado DEMOCRACIAS 
EMPEÑADAS81 y citada en este artículo, ha mostrado un panorama poco alentador frente a la relación 
entre elecciones y contratos así como la correlación entre contratistas y candidatos, en las cuales estos 
financiaron a aquellos en su campaña para luego convertirse en beneficiarios de contratos públicos.  
 
          Pues bien, haciendo un estudio general del documento, puede establecerse que si bien es cierto son 
probados los casos donde las decisiones tomadas por los funcionarios de elección popular así como de los 
contratos adelantados se ha visto un favorecimiento a las personas que financiaron sus campañas, y en 
ocasiones burlando los topes fijados sin sanción alguna, es menester advertir que en muchas ocasiones, 
las donaciones realizadas preponderantemente por un privado no fueron decisivas para obtener el éxito 
electoral, fueron aportes que ayudaron a la campaña pero no fueron instrumentos esenciales para ganar 
una alcaldía o gobernación82, por lo cual se desdibuja en este estadio, que en toda ocasión los aportes 
privados otorgados garanticen el triunfo. 
 
          Así, puede ser viable considerar la posibilidad de la ampliación de los topes de las contribuciones 
en dinero o en especie realizadas por particulares a los candidatos en igualdad de condiciones para los 
demás participantes de la contienda electoral, resaltamos, siempre y cuando existan controles efectivos 
del dinero, la inversión del mismo y del posible retorno con adjudicación de contratos que insistimos, 
deben ser adjudicados en igualdad de condiciones y previo proceso de selección con amplia participación 
de oferentes, pues no en toda ocasión de financiamiento por un privado, en este caso un contratista a un 
candidato, sea necesario para garantizar un triunfo. 
 
         Otra idea es la que plantea el profesor de la Universidad de los Andes en Bogotá, Doctor 
FERNANDO CEPEDA ULLOA, quien en su libro sostiene: 
 
           “No me sorprendería que bien pronto la naturaleza de nuestras democracias se 
definiera por el tipo de financiación política: un solo financiador privado, daría lugar a 
una monocracia; por unos pocos, una oligocracia; y por muchos, casi todos, una 
democracia. El ideal es que todos los ciudadanos contribuyan a financiar la democracia. 
Autorizar una pequeña contribución en la declaración de renta, es una modalidad. Que el 
Estado asigne fondos a los diversos contendores, quiero decir a los partidos en contienda 
y no a individuos, es otra modalidad. No son perfectas. No siempre pueden contemplar el 
fenómeno de minorías o de grupos emergentes en la vida política. Pero son soluciones 
preferibles a la del secuestro de la vida política por unos cuantos privilegiados83”.  
 
          Consideramos pues, que los límites para la financiación privada deben ser más amplios y  deben ser 
más controlados; que las sanciones deben ser impuestas por sobrepasar los topes y por violar los principios 
de la contratación estatal, del CPACA y los generales del Derecho al no publicar y declarar ante los 
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organismos destinados para ello tales contribuciones, lo anterior siempre y cuando se activen y mejoren 
los controles de las dependencias del Consejo Nacional Electoral –CNE- incluyendo sus oficinas a nivel 
territorial; organismos de control y de Colombia Compra Eficiente –CCE- como organismo encargado de 
impulsar las mejores prácticas en los procesos de selección, pues a la final lo que se pretende es que quien 
financia a un candidato sin importar el monto, participe sin restricción alguna en los procesos de selección 
con amplia participación de oferentes, eso sí, teniendo especial cuidado y control en la elaboración de los 
pliegos de condiciones, evitando que sean objeto de  manipulación por lo que de acuerdo a la base de 
datos consultada y que será de público conocimiento, hayan sido financiadores de la campaña cuando el 
actual representante de la entidad, otrora, fungía como candidato.  
 
Más que establecer topes, debe ser la estructura de los procesos de selección, los que generen la 
vigilancia con mayor rigor para que se actúe en igualdad de condiciones con quien de la misma forma 
participa de un proceso de selección pero no aportó, en todo ambos casos, se debe conocer el perfil del 
financiador y el monto de lo aportado. La regulación, control y vigilancia debe ser dual, debe recaer en 
quien recibe y en quien dona esos recursos al candidato que espera ser electo. 
 
Debe existir un análisis historial financiero el cual puede generarse a través de un aplicativo (APP) 
entre las organizaciones políticas donde se demuestre las relaciones de sus aportantes con los funcionarios 
públicos, así como el ingreso de dinero, delitos, contratación y política. En este campo deben coexistir 
actores como: ciudadanos, contratistas, periodistas, medios de comunicación, entidades de control, 
Colombia Compra Eficiente, activistas digitales, entre otros.  
 
El cruce de datos de aportantes en campaña a través de plataformas tecnológicas, debe ser parte de 
la actividad pre y contractual del Estado. Se debe inspeccionar y controlar en vez de inhabilitar para 
contratar.  
 
          Es necesario precisar, que las medidas regulatorias actuales que intentan prevenir estas conductas 
ya sea prohibiendo o limitando las contribuciones son poco eficaces, pues la inversión política es tan 
rentable que cabe esperar que quienes estén interesados en ella, encuentren los medios para llevarla a cabo. 
Establecer límites a las contribuciones en dinero de personas naturales o jurídicas y en especial para el 
tema en mención, de financiadores del candidato, no aumenta la influencia de los electores. 
 
           Finalmente consideramos que, el reordenamiento jurídico debe ir encaminado a la ampliación de 
los topes de aportes por parte de contratistas, a la creación y consulta de un software destinado a ello o 
una base de datos de acceso público para el rastreo de dineros junto con su procedencia legal de obligatoria 
consulta en los procesos de contratación, a declarar los aportes en su renta y porque no, obtener 
deducciones tributarias para incentivar las contribuciones para las campañas, a la publicidad de las 
donaciones, al mayor control del gasto electoral y en definitiva, que sea el Estado más controlador o 















     Estas conclusiones, además de ser un resumen general, se presentan como aportes a la hora de 
pensar en una reforma sobre el modelo de financiación privada de campañas y la participación de los 
contratistas y funcionarios que manejan el tema de la contratación estatal. Recomendaciones e ideas que 
por supuesto, están sometidas al debate público que aparte de provocarlo, busca enriquecerlo, razón por 
la cual se plantean las mismas con el ánimo académico de contribuir a las ideas que tanto necesita el 
espinoso tema de la financiación de campañas por particulares, en especial por contratistas dedicados a la 
contratación pública. 
 
           En primer lugar, es necesario advertir que los aportes privados son una legítima forma de participar 
en la democracia, siempre que sean donados o entregados dentro de unos parámetros legales transparentes, 
vigilados, y con destinación específica, además que sean públicos y reconocidos. Recursos que deben ser 
manejados de manera proba, con una trazabilidad concreta desde su origen hasta su destinación incluyendo 
el aportante, el monto y la o las candidaturas a financiar. 
 
En Colombia, la financiación de campañas electorales por parte de privados o particulares no ha 
sido regulada a cabalidad, en su mayoría, se ha establecido que los recursos aportados se convierten en 
riesgos de corrupción. 
 
La regulación de la financiación de la política (llámese financiación de partidos, candidatos o 
grupos parlamentarios) es uno de los mayores problemas de las democracias actuales, y un ámbito en que 
son los propios partidos los sujetos y los destinatarios de la regulación normativa. Problemas en lo que 
hoy no existe una solución direccionada a su resolución, muchas veces por su excesiva generalidad. En 
los modelos tripartita de la financiación privada, pública o mixta, ninguna está exentas de polémicas.  
 
Hoy el escenario con los cambios legislativos constantes generan que los partidos tiendan a 
aumentar sus fuentes de financiación que a fomentar la igualdad de oportunidades para el acceso a las  
funciones políticas, o a proteger la  libre formación de  opinión de los electores de la influencia de 
poderosos grupos económicos.  
 
Las oportunidades de llegar al poder de los candidatos se hace con o sin dinero público. El dinero 
publico utilizado es un mecanismo de apalancamiento de candidatos el cual con o sin ese dinero, también 
se financian de particulares. No es el financiamiento estatal el garante de la igualdad en los comicios. 
 
El tema no es de donde provienen los recursos, igual se van a seguir financiando candidatos sean 
con recursos públicos o privados. El tema es ejercer más control sobre la actividad contractual del Estado, 
pues las empresas contratistas que financian, tienden a apoyar más candidaturas uninominales en razón a 
que las decisiones recaen sobre el candidato electo y tienen mayor poder en la toma de decisiones. 
 
Es viable con los temas propuestos, la financiación de campañas por contratistas sin topes o topes 
más amplios, sin inhabilidades para contratar, con fortalecimiento de las entidades en la actividad 
contractual, pero con herramientas inclusive tecnológicas, que permitan la articulación entre entidades 
para el cruce de datos e información de todos los actores, en especial del candidato y sus aportantes antes 





Es necesario impulsar una reforma de la organización electoral y robustecer otros actores, entre las 
propuestas están: fortalecer el CNE, la Registraduría y los jueces en materia electoral; aumentar su 
independencia y capacidad a nivel territorial, en caso contrario, modificar tajantemente la organización 
electoral eliminando el CNE y creando un Tribunal Electoral independiente a la rama ejecutiva del Poder 
Público para el tema de solución de controversias. 
 
Debe ser objeto de análisis la propuesta de creación de una herramienta tecnológica, (distinta al 
aplicativo cuentas claras) en la cual se conozca de primera mano quien financia, el rastreo del dinero hacia 
los candidatos, el origen de los mismos y el monto de los aportes, antes y después de la contienda electoral. 
Lo anterior promovido y vigilado por organizaciones sin ánimo de lucro, ciudadanos, periodistas, 
activistas de redes, universidades, órganos de control, DIAN entre otros, con el fin de lanzar aleras 
tempranas sobre posibles conflictos de interés que pueda afectar los procesos de selección y licitaciones. 
El cruce de datos de aportantes en campaña a través de plataformas tecnológicas, debe ser parte de la 
actividad pre y contractual del Estado. Se debe inspeccionar y controlar en vez de inhabilitar para 
contratar.  
 
No debe ser aceptada una ilimitada u obscura donación o contribución privada a una campaña, ésta 
debe ser verdaderamente controlada y vigilada por los organismos correspondientes, dicha financiación 
no debería, en principio, limitar el acceso en los procesos de selección de la administración pública al 
contratista financiador, quien deberá hacer públicas sus donaciones y contribuciones con el fin de que sean 
inspeccionadas o auditadas, y participe en igualdad de condiciones con los demás oferentes, hayan sido o 
no financiadores de la campaña de la entidad en la que oferta, o de otras campañas. 
 
Corresponderá a las autoridades o legislativo, estudiar la regulación de la no prohibición de 
contratación con el Estado cuando se financien candidatos por parte de  particulares contratistas, sino que 
en cambio, antes de prohibir, se ejerzan todos los controles durante toda la actividad contractual del 
Estado, en especial a partir de la fase precontractual la cual es la más propensa a riesgos de corrupción 
asociados a la financiación privada de campañas. 
 
Se pretende con éste artículo, es, primero que el tope a la financiación no sea un tema de restricción 
sino de control el cual puede ser mejorado ampliándolo, y segundo que se permita en igualdad de 
condiciones, permitir el acceso a quien financie las campañas de manera transparente, licita y pública, con 
el fin de que si su propuesta llega a ser conveniente para la entidad, esta pueda ser presentada, evaluada y 
adjudicada en igualdad de condiciones a los demás participantes; pues imponer estas barreras, lo que 
genera es la búsqueda de hacer la fraude a la Ley, maquillar los aportes y seguir en el camino de los 
procesos de selección, disfrazados de proponentes legales que buscan amañar el pliego de condiciones 
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